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¿SPD>>RES?GRESGROESTRAS SIETE AÑOS DE EXPERIENCIA y en el contexto de un sustancial cam-
bio de régimen, se requiere replantear las intervenciones del PAR

(Programa de Apoyo a la Repoblación). Este replanteamiento se
enmarca dentro de cambios mayores respecto a las formas quetie-
ne el Estado de relacionarse con la sociedad civil; cambios que
modifican el propio papel y la forma de funcionamiento del Estado,
y en particular del PROMUDEH, sus programasy sus organismosdes-
concentrados.

La readecuación del funcionamiento del PAR debe considerar
tres aspectos claves: un balance de la situación de las poblaciones
objetivo, una visión de futuro del Estado y del PROMUDEH y una
evaluación de las políticas e intervenciones del PAR.

El presente texto pretende aportar en este último aspecto.
Pretende hacer una revisión global de la experiencia del PAR para, a
la luz de la misma, sugerir respuestas a algunasde las interrogantes
respecto a la readecuación del PAR en la etapa que se inaugurará a
partir del 28 de julio del 2001. Se trata de un estudio evaluativo que
mira el pasadoy el presente, pero con los ojos de quien se proyecta
al futuro.
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La metodología empleada para su realización ha sido bási-
camente de carácter analítico y cualitativo. Se revisó la documenta-
ción existente y se realizaron entrevistas con actuales y anteriores
funcionarios y personal del PAR, trabajadores y directivos de ONGs y
otros organismos públicos, tanto en Lima comoen las sedes regio-
nales. Se realizaron visitas de campo a tres departamentosseleccio-
nados por su importancia cuantitativa y cualitativa en el conjunto
de las intervenciones del PAR: Ayacucho, Apurímac y Junín. Enellos
se pudo observar directamente las obras y efectos de las actividades
del PAR; asimismose realizaron entrevistas grupales a funcionarios
del PAR, a representantes de organismos de la sociedad civil que
trabajan con desplazados y a pobladores beneficiarios del progra-
ma. En los otros departamentos donde actúa el PAR, como Huánu-
co e Ica, establecimos contactos y realizamos entrevistas por vía
electrónica.

El equipo de profesionales que participó en esta evaluación
está integrado por dos economistas, un sociólogos y un filósofo:
Pedro Francke, Augusto Castro, Marfil Francke y Juanpedro Espino.

1. EL PAR: DISCURSOS Y PRÁCTICAS DEL ESTADO HACIA LA

POBLACIÓN CIVIL AFECTADA POR LA VIOLENCIA POLÍTICA

1.1 Contexto sociopolítico de la creación del PAR

El Perú sufrió, desde los primeros meses de 1980 hasta fines de
1995, aproximadamente, un conflicto armado entre grupos subver-
sivos y las Fuerzas Armadas. Los escenarios del mismo se desarro-
llaron principalmente en departamentos que tienen los másaltos
porcentajes de población campesina quechuahablante y los peores
índices de pobreza y exclusión: Ayacucho, Apurimac, Huancaveli-
ca, Junín. Allí los grupos subversivos establecieron sus basesterrito-
riales y lograron generar algunas bases sociales, por lo que resulta-
ron siendo los departamentos másasolados porel conflicto interno.
Posteriormente, las acciones subversivas se extienden a zonasaleda-
ñas: algunas provincias de Cusco, Cerro de Pasco, Huánucoy, enel
norte, la serranía de La Libertad y Cajamarca, llegando eventual.
mente a las provincias de Limay a los propios barrios dela capital
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con accionesaisladas, pero de gran impacto en la opinión pública
por su carácter masivo y espectacular. El departamento de Puno
también fue objeto de estrategias de penetración porparte del movi-
miento Sendero Luminoso, pero la oportuna intervención de organi-
zacionessociales y políticas de la población pusieron un límite im-

portante a dichosintentos.
La población afectada directamente porla violencia política

ha sido estimada entre dos millones y un millón y medio de perso-
nas. Pese a la magnitud del problema y su gravedad, no dispone-
mos aún decifras confiables al respecto. Nunca, hasta hace unos
meses, se hizo desde el Estado un esfuerzo serio por descubrir y
describir la diversidad, complejidad y extensión de los daños causa-
dos porla violencia política sobre la poblacióncivil*. Algunos espe-
cialistas afirman que esa despreocupación gubernamental obedecía
al interés de poder manipularlas cifras e información en aras de
intereses proselitistas del grupo que estaba en el poder.

Los afectados porla violencia política incluyen gruposen di-
versas situaciones: aquellos que se vieron obligados a desplazarse por
razones de inseguridad oscilan entre 410,000 (MENADES) y 600,000
(CEPRODEP,PAR). El númerodefallecidos habría llegado, segúnal-
gunos, a 30,000, según otros a 25,000. Las personas desapareci-
das, mayormente luego de ser detenidas por miembrosdelas fuer-
zas del orden, son cerca de 6,000. Los inocentes detenidos arbitra-
riamente sumarían 18,000; adicionalmente, entre 5,500 y 8,000
personasestarían en situación de requisitoriados porla justicia”. El

1 En mayo del 2001, el PAR inició una investigación - diagnóstico muy
completa sobre la situación de la población en las zonas directamente afectadas
por la violencia política, incluyendo un censo en más de 9,000 comunidades
campesinas, encuestas a una muestra representativa de desplazados asentados
en Lima y otras capitales departamentales y provinciales, y grupos focales con
beneficiarios de determinadas intervenciones del PAR y grupos particularmente
afectados, como huérfanos y viudas. Los resultados de tan importante esfuerzo no
están disponibles en el momento de escribirse el presente texto.

2 Lascifras citadas se encuentran en los informes de IDL, Defensoría del
Pueblo, Coordinadora Nacional de Derechos Humanos, MENADES, CONDE-
COREPy los propios informes y memorias anuales de PAR. Una misma organi-
zación ofrece cifras distintas, según la fecha de publicación.
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dato más relevante de todos, empero, es que más del 90% dela
población víctimadirecta de la violencia política es de origen indíge-
na, nativa o campesina, lo que en el Perú todavía significa: sin
derechos, sin voz, deleznable, inexistente y marginal.

El desentendimiento estatal hacia esta población y la ausen-
cia de políticas de prevención y protección frente a la violencia polí-
tica durante todoel periodo del conflicto y hasta la actualidad expli-
can, en parte, los profundos impactos que ha tenido el conflicto
sobre las condiciones de vida actuales y futuras en las zonas que
fueron escenario privilegiado del mismo. Estos impactos incluyen,
entre otros:

a) Descapitalización de la economía campesina y comunera,
destrucción de las bases productivas y desarticulación de
los circuitos mercantiles.

b) Destrucción dela infraestructura pública y severa restric-
ción del acceso a servicios estatales y comunales.

c) Destrucción de vidas y desestructuración de hogares, con
inmensurables daños psicológicos y un incremento sustan-
tivo en el número de hogares a cargo de mujeressolas,así
comoen el número de huérfanos, niños y adolescentes, y
de desplazados forzosos.

d) Pérdida de los derechosciviles, políticos y culturales para
un porcentaje importante de la ciudadanía,a raíz de la
declaración de zonas de emergencia y la dación de leyes y
normasde excepción atentatorias contra dichos derechos.

e) Debilitamiento dela institucionalidad estatal y social, des-
estructuración de la dinámica organizativa preexistente y
surgimiento de dinámicas organizativas alternativas no exen-
tas de conflictos (Francke, P, MENADES-CONDECOREP,
2000).

Durante el régimen del presidente Fujimori, el PAR fue el único pro-
grama que el Estado peruanoestableció para atendera la pobla-
ción afectada directamente porla violencia política. Sus actividades
se iniciaron en 1995: 15 años después de haber comenzadoelciclo
de la violencia política rural y dos años después de la captura del
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máximo líder senderista, hito que marca la derrota militar de la
subversióny la afirmación del ciclo de pacificación. En ningún mo-
mento, bajo ese régimen de gobierno, se manifiesta una preocupa-
ción gubernamental por generar una propuesta de reparacióninte-
gral a las poblacionesciviles que sufrieron directamente los estragos
de la violencia política, ni tampoco se debate o plantea una pro-
puesta de reconstrucción y desarrollo integral, reparativa y preventi-
va, para las zonas másafectadas por dicho conflicto.

1.2 El proyecto original del PAR y sus objetivos

Como consecuencia del prolongadoy cruel conflicto, los pobladores
residentes en las zonas directamente afectadas poréste iniciaron un
proceso de emigración hacia zonas más seguras: comunidades más
cercanas a las carreteras o donde el Ejército hubiese establecido
bases, zonas marginales de las capitales de provincias y departa-
mentales. Incluso llegaron grandes contingentes hasta la ciudad de
Lima, muchos de ellos en un proceso que transcurrió por varias
etapas y se prolongó durante años. Este desplazamiento, forzado
porlas circunstancias, compulsivo y no planificado, se habríainicia-
do tibiamente en 1981, habiendo alcanzado su punto másalto en-
tre 1983 y 1984. En los años posteriores se reduce paulatinamente,
pero exhibe otro pico en 1987, fecha que coincide con un endureci-
miento dela estrategia represiva?. Según la Encuesta de Caracteri-
zación de la Población Retornante (ECPR), realizada porel Instituto
Nacional de Estadísticas e Informática (INEI), en 1997, estos movi-
mientos se dieron tanto dentro del mismodistrito (22%) como hacia
la capital del país (22.1%) y hacia algún otro departamento (20.8%).

Ni el gobierno central ni los gobiernos locales brindaronasis-
tencia alguna durante el proceso de desplazamiento ni enla etapa

La Encuesta de Caracterización de la Población Retornante (ECPR) se
realizó entre junio y septiembre de 1997 en 437 distritos del país, seleccionados a
partir del criterio de haber sido priorizados por el PAR y presentar un saldo
migratorio negativo. En esta encuesta se muestra que el 45.4% dela población
retornante entrevistada abandonó su centro poblado de origen entre 1981 y1985. Entre 1986 y 1990 el desplazamiento habría alcanzado el 39.5% (INEI,
1998:9).
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inicial de asentamiento enel lugar de llegada. Los únicos queles tien-
den la manodesdeel principio son algunas organizaciones no guberna-
mentales y grupos parroquiales y eclesiales. Eventualmente, en el perio-
do de 1983 en adelante, los gobiernos municipales regidos porla l2-

quierda Unidafacilitaron la ocupación de terrenos porparte de grupos
de familias desplazadas de las zonas declaradas en emergencia y los
incluyeron comobeneficiarios de los programas de Vaso de Lechey de
Asistencia Alimentaria? (comedores populares). Este fue el caso de los
distritos de Ate-Vitarte y San Juan de Lurigancho,entre otros.

Un porcentaje indeterminado de los desplazados mantenía, a
pesar de los añostranscurridos, la ilusión de retornar a sus lugares de
origen cuando las condiciones lo permitiesen. El retorno a las comu-
nidadesde origense inició lentamente en los años 90. Entre 1991
y 1993 habría regresado casi una tercera parte (28.8%) de los
retornantes. Muchoslo hicieron espontáneamente, sin ayuda algu-
na; otros consiguieron algún apoyo de parte de las organizaciones
no gubernamentales que vienen brindandoasistencia en los luga-
res de asentamiento. El retorno se acentuó despuésde la captura
de Abimael Guzmán, regresandoel 54.2% de la población despla-
zada que habría retornado hasta 1997. Los factores que acelera-
ron el proceso de retorno en la mayoría de los casos habríansido,
en primer lugar, los avances del proceso de pacificación, en segun-
do y tercero, el deseo de recuperar propiedadesy la necesidad de
obtener trabajo (INEI, 1998: 10).

En octubre de 1993, ante las reiteradas demandaspor parte
de las ONGs que trabajan con poblaciones afectadas porla violen-
cia política y de las propias organizacionesrepresentativas de estos
sectores de la población, y como parte dela estrategia de pacifica-
ción de las zonas declaradas en emergencia, el gobierno creóel
Programa de Apoyoa la Repoblación (PAR), con el fin de propiciar
y asistir los procesos de retornoy la reinserción de dichas poblacio-
nes en sus lugares de origen.

* Es el caso delos distritos de Ate-Vitarte, San Juan de Lurigancho y San
Juan de Miraflores (Pamplona), donde hasta hoy se encuentran asentamientos
humanos poblados íntegramente o casi por familias de desplazados de zonas
donde la violencia política golpeó con mucha fuerza en la década de los 80.
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En 1993, cuando fue creado, el PAR era un proyecto del
INADE, organismo que dependía del Ministerio de la Presidencia. En
julio de 1996 se eleva su nivel institucional, convirtiéndose en “Pro-

grama Nacional de Apoyo a la Repoblación”, como organismo des-
concentrado dependiente directamente del Ministerio dela Presi-
dencia. En octubre de 1996, conla creación del Ministerio de la
Promoción de la Mujer y del Desarrollo Humano (PROMUDEH), el
PAR se convierte en organismo público descentralizado, bajo la de-
nominación de “Programa de Apoyoal Repoblamiento y Desarrollo
de Zonas de Emergencia”.

Su objetivo principal era apoyar y promover el proceso de
repoblamiento,la reinserción de los retornantesy la reconstrucción
de las comunidadesafectadasporla violencia, brindando asistencia
a la población retornante antes y durante el proceso de retorno, y
apoyándoles con insumosbásicos parala satisfacción de sus nece-
sidades más elementales en el periodo inmediatamente posterior;
todos esto encuadrado dentro de unaestrategia político-militar. Más
adelante, para favorecer su permanencia en los lugares de retorno,
se diseñaron intervenciones que tienen por objetivo promoverla re-
construcción de la infraestructura productiva y social y fortalecer
iniciativas productivas (línea de promoción económica), así como
actividades que buscaban reinstaurar capacidades de autogobierno
y para la gestión social (promoción de la ciudadanía).

1.3 Etapas del PAR: modificaciones en las estrategias
y programas

A lo largo de los primeros cinco años de intervención activa del PAR

(julio 1995 - octubre 2000) se evidencian algunos giros conceptuales
y modificaciones en las estrategias de intervención”. Consideramos
útil intentar una periodización para fines de una evaluación más
fina. A partir del cambio de régimen de gobiernoy, en particular,
desde inicios del presente año, los cambios propuestos en el PAR son

5 Segúnel testimonio de personas vinculadas a MENADES, los directivos del
PAR demostraron sagacidad para captar la terminología de las propuestas de la
sociedad civil y también mostraron una apertura relativa a algunas de sus demandas.
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radicales y, aunque no se hayan llegado a plasmardel todo en las
intervenciones en campo, merecen un análisis específico. Dicho aná-
lisis -que debería realizarse conjuntamente con los actuales directi-
vos y funcionarios del PAR y otros especialistas en los temasrelacio-
nadosconla política estatal para las víctimas de la violencia políti-
ca- permitirá afinar nuestras apreciaciones sobre el futuro del PAR,
sobre la manera en que debería serla intervención del Estado perua-
no enrelación conlas víctimasdela violencia política y sobre cuáles
deberían serlas estrategias de prevención y pacificación.

Las principales etapas porlas que habría transcurrido el que-
hacer del PARserían:

a) El PAR comoestrategia de pacificación (1993 - 1995-6): el PAR
naceligadoa la estrategia de pacificación de los territorios que
fueron en algún momento ocupados por Sendero Luminoso:se
trata de apoyarel repoblamiento de las zonas máspacificadas
para que la población organizada impidao dificulte el paso de
los subversivos. Así, originalmente el PAR fue concebido para
atender sólo un tipo de víctimas dela violencia política: los des-
plazados que eligen retornar a sus lugares de origen cuandola
violencia empieza a retroceder.

Sus principales actividades son de coordinación intersectorial y con
los organismos de cooperación intemacional,y la realización de diagnós-
ticos sobre la situación de las comunidades y poblaciones más dura-
mente afectadas porla violencia. Recién en 1995 se le otorga presu-
puesto paraejecutar accionesdirectas en dichas zonas. Primanen este
periodola organización para el retorno, la coordinación de los apoyos
que se les dará a los retornantes antes y durante el proceso,la entrega
de alimentos, calaminas y otros bienes básicos para la instalación en
los lugares de llegada. Los funcionarios locales del PAR coordinan sus
acciones con los representantes de los retornantes.

b) Del PAR al Programa de Ápovoa la Repoblación y el Desarro-
llo de los pueblos (1996- 97): dados los conflictos y brechas
aparentes que se habrían generadoentre retornantesy resis-
tentes, se reconceptúa a los beneficiarios del PAR como “co-
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munidades de retorno” y se cambia el nombre de “Programa
de Apoyo al Repoblamiento” por “Programa de Apoyoa la
Repoblación y el Desarrollo de los Pueblos”.

Un giro estratégico viene dadoporla focalización: se zonifica el ámbi-
to de intervención -los cuatro departamentospriorizados- a partir de
la identificación de microcuencas,y para cada unade éstasse reali-
zan los respectivos diagnósticos de recursos. En cada departamento
se determina intervenir en un mínimo de dos y un máximode cuatro
de estas microcuencas, las que pasan a ser denominadas Zonas de
Acción Concentrada(ZAC). Á pesar del cambio de nombre del PAR y
de esta estrategia de focalización, no se evidencia una aproximación
integral al desafío del desarrollo en las ZAC.

Otro cambio, más bien programático, viene dado por el ma-
yor énfasis en la construcción de infraestructura básica (viviendas,
provisión de agua apta para consumo humano,locales escolares,
postas de salud o de múltiples usos comunales) y las intervenciones
en apoyode la producción agrícola (entrega de semillas), pecuaria
(módulos de ganado vacuno, ovino o auquénido)y artesanal (loca-
les, herramientas y materia prima). Son considerados beneficiarios
de estas intervenciones tanto los retornantes comolos resistentes.
Los funcionarios del PAR coordinanconlas directivas comunales y
la organización de los retornantes se asimila a dicha estructura de
autogobierno comunal.

En 1997 se impulsa, en convenio con la RENIEC,el Programa
de Indocumentados. Se trata de atender otra secuela importante,
de carácter no material, de la violencia política.

c) Nuevosgiros estratégicos (1998-2000): se producen nuevos
giros estratégicos y programáticos, influenciados en parte por
el proyecto PRODEV. Este proyecto fue diseñado poroficiales
de la Comunidad Europea luego de una visita prolongada a
zonas priorizadas por el PAR, durante la cual se coordinó con
las ONG y organizaciones de la población.El diseño del PRO-
DEVrecogió las mejores experiencias de estas ONG, especial-
mente de las que trabajaban en el departamento de Ayacu-
cho, y programósu replicación en las zonas de intervención
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del PAR. Para su ejecución, monitoreada directamente por un
oficial de la Comunidad Europea con sedeenla capital de
Ayacucho, se subcontrató a las propias ONG. Esel caso, por
ejemplo, de los Núcleos de Administración Comunalde Jus-
ticia (NURAJ), propuesta desarrollada y validada por la ONG
IPAZ, y delos talleres de resiliencia para niñosy jóvenes,pri-
mero validados por la ONG CEPRODEP.

En términos generales, en el PAR se observan en este período, entre
otros cambios:

- Mayor énfasis en componentes no productivos del desarro-
llo: fortalecimiento de la organización comunal, básicamente
a través de capacitación (a líderes, a mujeres, a jóvenes, en
temas productivos, organizativos, de derechos humanos);
y apoyopsicosocial.

- Subcontratación de algunas ONGlocales o, según los casos,
de consultores independientes que provienen de las canteras de
las ONG locales, para la realización de las nuevas actividades.

- Inicio de las actividades de la oficina zonal del PAR Lima,
dirigidas a poblaciones insertadas que no se proponenre-
tornar. Mayormente se trabaja con organizaciones femeni-
nas, en intervenciones.

- Atención a grupos especialmente afectados porla violencia,
caso de los huérfanosf. El Programa Nacional de Atención a
los HuérfanosporViolencia Terrorista (RROHVIT), creado en
julio de 1999, realizó un diagnóstico para identificar a los huér-
fanos porviolencia política y sus carencias. Sus primerasacti-
vidades, sobre todo recreativas, son implementadas a fines de
ese año. Durante el 2000 impulsan actividades de capacitación
laboral, otorgamiento de microcréditos para actividades pro-
ductivas y atención psicológica a nivel grupal e individual.

$ En julio de 1999, el presidente Fujimori anunció públicamente la crea-
ción del PROHVIT, indicando que atendería a un millón de huérfanos y que
contaría con medio millón de soles mensuales durante cinco años, fondos que
poco tiempo después fueron recortados dramáticamente.
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1.4 Presupuesto y financiamiento

La importancia realmente dadaa la atención delas víctimas dela
violencia política y las dimensiones que alcanza el PAR se evidencian
al analizar el montototal invertido. El estudio prospectivo realizado
con apoyo del PNUD,en 1994, como actividad preparatoria parala
programación del PAR, determinó quese requeriría una inversión de
US$ 750 millones para cubrir la demandade reconstrucciónen los
cuatro departamentos más afectados. Entre los años 1994 y 2000,
el PAR habría invertido tan sólo US$ 74 millones, menosdela déci-
ma parte de lo que hubiera sido necesario invertir según el citado
estudio. Este porcentaje resulta aún menorsi recordamos que los
750 millones incluyen únicamente lo necesario para la reconstruc-
ción física y no la reconstrucción del tejido social ni el apoyo psico-
lógico u organizativo. Así, los 74 millones resultan menosdel 10%
del monto total necesario para reconstruir íntegramente las zonas
afectadas.

Con respecto al gasto total”, a lo largo del período 1997-
2000 éste ascendió a S/. 163.3 millones. El gasto anual es muy
similar, llegando cada año a un monto cercano a 35 millones de
soles, excepto en 1997, el año en que másse gastó, llegando a S/. 96
millones. Ello se habría debido a que se buscaba reafirmar, desdeel
Gobierno central, quela violencia política era una cosa del pasado
en el Perú. Para ello se hizo una fuerte promoción de los retornos
organizados, con el fin de incrementar el volumen de desplazados
que optaran por retornara sus lugares de origen.

Destaca, en 1997, la importancia de los gastos corrientes
dentro del presupuesto, principalmente enel rubro de “bienesy ser-
vicios”. En los añossiguientes, el peso de los gastos corrientes dismi-

7 La información del gasto corriente y del gasto de capital proveniente de
recursos ordinarios y donaciones del exterior se ha tomado delos Informes Fina-
les Anuales de la Evaluación Institucional 1997-1999. La información de las
transferencias del FOPRI proviene de los Informes de Avance del PER 96/018
para los cuartos trimestres de cada año. Esta manera de distribuir los gastos se
comienza a hacer a partir de 1997, por tal motivo no se presenta en los años
anteriores
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nuye, resultado de una fuerte caída de los gastos en bienes y servi-
cios y un aumento de los gastos en personal y obligaciones. Este
último rubro llega a representar más del 25% de los gastos en 1998,
pero pareciera que su tendencia es a disminuir. Porel contrario, los
gastos en capital aumentaron casi 20 puntos entre 1997 y el 2000,
llegandoa representar el 80%.

Cuadro 1

Distribución del presupuesto ejecutado, 1997-2000

1997|1998|1999|2000
a/

GASTOS CORRIENTES 38.2| 303| 25.1 19.6
Personal y obligaciones sociales|11.2| 26.1 21.4 14.4

FTE: Recursos ordinarios 5.1| 10.1 10.1 9.4
FTE: FOPRI 6.1| 16.0 11.3 5.0

Bienesy servicios b/ 27.0 3.5 3.6 4.7
Otros 0.0 0.6 0.2 0.5

GASTOS DE CAPITAL 61.8 69.7 74.9 30.4
FTE: Recursos ordinarios| 18.8| 223| 27.2|40.6
FTE: Transf. y 6.8| 193| 186| 25.0
donaciones extranjeras

FTE: FOPRI 36.2| 28.1 29.1 14.8

Total (%) 100 100 100 100

Millones de S/. 56,916 |33,480 |36,473 [36,761

al Datos no publicados, provistos por la Gerencia de Presupuesto y
Planificación del PAR

b/ En 1997 se incluyen S/. 3,488,411 provenientes de donaciones y
transferencias

c/ Fuentes: Informe del PER 96/0183al cuarto trimestre del 2000; PAR,
Informe Final - Evaluación Institucional, varios años.
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En cuanto al uso dadoa los recursos ordinarios del PAR: entre
1998 y el 2000, el Gobierno incrementó sus aportes en S/. 8
millones (de 12.2 a 20.2 millones), llegando a sumar S/. 47
millones en los tres años -sin contar los $ 20 millones prove-
nientes del FOPRI-. En ese lapso se observa una caída dela
participación de los gastos en gestión administrativa y gestión
de proyectos de más de 20 puntos porcentuales. En términos
absolutos, los gastos en gestión administrativa en los tres añosse
han mantenido alrededor de S/. 5 millones, lo que puede estar
indicando un aumento de eficiencia en la gestión y la posible
existencia de economías de escala en el manejo de los proyectos.
Por otro lado, cada vez se destina una mayorproporción del gasto
(y una mayor cantidad de soles) a los gastos en repoblamiento, o
sea, a inversiones que benefician directamente a la población ob-
Jetivo.

Cuadro 2
Distribución de los fondos provenientes de

recursos ordinarios, 1998-2000

1998 1999 2000 a/

Gestión administrativa 36.3 33.8 26.5
Gestión de proyectos 17.6 13.3 5.5
Repoblamiento? 46.1 53.0 68.0
Total (%) 100 100 100
Total (millones de S/.) 122 149 20,2

Fuente: PAR, Informe Final-Evaluación Institucional, 1998 y 1999.
a/ Datos no publicados provistos por la Gerencia de Presupuesto y
Planificación PAR.

8 En el año 1998, ademásdela categoría de “repoblamiento”, existía la de
“inversión social y generación de empleo” y “apoyo a la comunidad en caso de
emergencia”. Hemos agrupadolas tres con la finalidad de hacer comparables las
cifras.

49

Allpanchis, núm. 58 (2001), pp. 33-112



PEDRO FRANCKE, AUGUSTO CASTRO, MARFIL FRANCKE, JUAN PEDRO ESPINO

Entre 1994 y el 2000, el PAR gastó en inversiones S/. 171.5
millones, provenientes de tres grandes fuentes: los recursos ordina-
rios, las donaciones de organismos internacionalesy las transferen-
cias nacionales desde los fondosdela privatización. Se puede apre-
ciar que, en el acumulado 1994-2000, las tres fuentes han aportado
sumas semejantes, aunque las donaciones han tenido una impor-
tancia un poco menor(31% del total en 1994-2000). EL PAR,

o el
discurso sobre la importancia de apoyarla pacificación y el repobla-
miento, resulta siendo un organismo capaz de atraer importantes
donaciones y apoyosfinancieros del exterior. Las agencias u orga-
nismos donantes hansido, en orden de importancia: KfW (Coopera-
ción Técnica Alemana), COSUDE (Cooperación Suiza para el Desa-
rrollo), AID (Agencia Interamericana de Desarrollo), la Unión Euro-
pea, el Fondo Contravalor Perú-Japón y el Fondo de la embajada de
Japón”.

Las inversiones comenzarona ejecutarse el año 1994 con
dinero exclusivamente proveniente de las donacionesy al siguiente
año comienza a utilizarse dinero del Estado. Á partir del año
1996, las inversiones sufren un fuerte incremento graciasa las
donaciones extranjeras. En 1997, los recursos provenientesdela
privatización -canalizados a través del PNUD- le dan nuevasdi-
mensionesal PAR, llegando a invertirse ese año S/. 42.5 millones.
Así, las donaciones extranjeras son desplazadas por los gastos
que el Gobierno realiza de manera directa (recursos ordinarios) o
indirecta (FOPRI).

En el aráfico 1 podemos apreciar como el dinero provenien-
te de los fondosdela privatización y del presupuesto del Gobierno
central le dan una nueva dimensiónal programaa partir de 1997.
En el primercaso, se inyectaron más de 15 millones de soles, y en
el segundo caso se aumentó la inversión de S/. 6 aS/. 21 millones.
Sin embargo, el año siguiente el Gobierno central regresa a su
inversión anterior de 6 millones, mientras que las transferencias
del PAR se incrementan aún más, llegando a S/. 20 millones.

2 Queda por explorar el papel que ha jugado la cooperación extranjera en
particular, la falta de supervisión del gastoyla falta de evaluación delos resultados
obtenidos.
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Cuadro 3
Gasto en inversiones por fuente de financiamiento, 1994-2000

Añode |] Transfer. | Recursos| T Total |] Total
Donaciones millones

(%) S/.
ejecuc. final| FOPRI|ordinarios

no |
oo | 00|1000|100| 5.283

|

1995 0.0 49.7 50.3 100 4.289
1996 0.5 34.4 65.1 100 18.705
1997 36.4 50.2 13.4 100 42.597
1998 99.3 18.7 26.0 100 36.339
1999 38.6 32.4 29.0 100 38.733
2000 a/ 34.0 39.1 27.9 100 25.674

Total 34.6 34.4 31.0 100|171.576

Fuente: Información provista por la Gerencia de Presupuesto y
Planificación-PAR
a/ Inversiones al tercer trimestre.

Gráfico 1

Inversiones anuales según fuente de financiamiento 1994-2000

Millones

S

1995 1996 1997 1998 1999 2000

Ojrorri: [Rec Propios [Donaciones
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Los 171.5 millones invertidos entre 1994 y 2000 se handistri-
buido entre diversos sectores que, en orden de importancia -según
su participación en el gasto acumulado 1994-2000- son: fortaleci-
miento comunal, agricultura, educación, justicia, vivienda, salud,
transporte, industria, pesquería y minería. Estos cuatro últimosru-
bros han sido reunidos en la categoría de “otros” por su pequeña
participación (10% entre los cuatro).

Dentro del rubro de fortalecimiento comunal, las princi-
pales actividades han sido el apoyo a los retornantes, la aten-
ción a los niños huérfanos, apoyo a comedores populares, do-
tación de vajillas de cocina para comedores, apoyo a clubes de
madres, capacitación en salud, talleres en salud reproductiva,
talleres de ayuda psicológica y capacitación para la produc-
ción.

El apoyoa la agricultura consiste en la construcción de reser-
vorios y canales de irrigación; dotación de herramientas, fertilizantes
y semillas; dotaciones de cabezas de ganado, aves de corral, anima-
les menoresy proyectos de sanidad animal; talleres de capacitación
sobre manejo de cultivos, técnicas de riego y, en menor medida,
crédito agrícola.

En el rubro de educación, las principales actividades que
se realizan son la construcción y rehabilitación de aulas, el equi-
pamiento de escuelas, provisión de paquetes escolares, realiza-
ción de campamentos juveniles y capacitación a docentes rura-
les.
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Cuadro 4
Distribución porcentual del gasto en inversiones según sector

1994-2000

SECTOR AÑO DE EJECUCIÓN FINAL 94-2000
1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 a/ 2000

Fortalecim.

comunal 45 13.1 341 139 196 439 20.0 24.7

Agricultura 35.7 22.1 85 183 166 115 21.3 16.4

Educación 273 395 148 161 134 70 122 13.7

Justicia 00 0.0 00 270 143 13.56 0.6 12.9

Vivienda 00 41 342 110 10.2 5.7 10.7 11.6

Salud 139 14.9 82 10.1 9.0 98 16.8 10.9

Otras 18.7 6.4 0.2 3.7 16.3 86 18.3 9.8

Total (%) 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0

Millones S/. 5.283 4.289 18.705 42.557 36.335 38.733 259.674 171.576

Fuente: Información provista por la Gerencia de Presupuesto y
Planificación-PAR.

a/ Inversionesal tercer trimestre.

El rubro de justicia corresponde a los gastos realizados en el
proyecto de Registro Provisional de Identidad, dirigido a solu-
cionar el problema de los indocumentadosa causa dela violen-
cia terrorista, debido a la destrucción de registros municipales o
a la expulsión de la población hacia lugares donde no podían
tramitar sus documentos. También se incluyen talleres de capa-
citación sobre derechos individuales y colectivos; la construc-
ción y equipamiento de los Núcleos de Administración de Justi-
cia Comunal (NURAJ) y alguna capacitación para sus integran-
tes y, por último,la titulación de tierras comunales e individua-
les.
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Las inversiones en vivienda aluden a la construcción y
rehabilitación de viviendas, apoyo a la construcción de centros
comunales de servicios múltiples y locales para los clubes de
madres, la provisión de materiales y herramientas de construc-
ción.

En el sector salud, las inversiones se refieren a la cons-
trucción y rehabilitación de puestos de salud, el equipamiento
de los mismos, botiquines comunales, brigadas médicas, cons-
trucción y mejoramiento de los sistemas de agua potable, des-
agúe y letrinas. También se incluyen campañas educativasso-
bre sexualidad y violencia familiar, atención psicológica indivi-
dual y los talleres psicosociales para la población afectada por
la violencia.

El rubro de “otros” agrupala inversión realizada en transpor-
te (reconstrucción de puentes, carreteras, dotación de herramientas
para rehabilitación de caminos), industria (construcción y equipa-
miento de talleres artesanales, cursos de capacitación y de gestión
empresarial, ayuda a la constitución de microempresas), minería
(apoyoa la rehabilitación de algunas minas comunalesdesal, cal)
y pesquería (piscigranjas).

¿Cómohafinanciado cada unadelas distintas fuentes es-
tos rubros? La porción de las transferencias FOPRI correspondien-
tes al proyecto PAR hasido utilizada básicamente en los rubros
fortalecimiento comunal, educación y vivienda. Los fondos del
Proyecto Millón de Campesinos se concentran en el rubro agricul-
tura y, en menor medida, en fortalecimiento comunal y educa-
ción, en las llamadas Zonas de Acción Concentrada (ZAC). De
otra parte, los fondos del RPI se dedicaron integramente a inversio-
nes en el programa de registro de identidad para indocumentados,
los que aparecen bajo el rubro justicia. Por otro lado, los recursos
ordinarios del Estado se emplearon en fortalecimiento comunal y
en educación, en menor medida en agricultura y salud. Los fondos
provenientes de las donaciones extranjeras fueron gastados bas-
tante más equitativamente entre los rubros de fortalecimiento co-
munal, vivienda,salud y transporte, los que recibieron alrededor
del 20% cada uno.
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Cuadro 5
Utilización de los fondos de diferentes fuentes

Donaciones
Sector Transferencias (FOPRI) Recursos

PAR/PNU

D PMC RP! Ordinarios

Fortal. comunal 29.8 13.7 0.0 38.2 21.1
Agricultura 14.5 53.6 0.0 17.6 10.6
Educación 21.7 14.8 0.0 23.2 5.1
Justicia 0.0 0.0 100.0 0.7 0.5
Vivienda 24.9 1.3 0.0 5.8 20.8
Salud 6.3 6.8 0.0 10.7 18.7
Transporte 0.7 2.8 0.0 1.1 22.8
Industria 2.0 3.6 0.0 2.3 0.5
Pesquería 0.1 2.9 0.0 0.2 0.0
Minería 0.0 0.8 0.0 0.0 0.0
Total (%) 100 100 100 100 100
Mill. de S/. 21.073 16.829 21427 59044 53.201

Fuente: Información provista por la Gerencia de Presup. y Planific. PAR.
a/ Inversionesal tercer trimestre.

Los fondos del FOPRI invertidos en el PMC se destinan a financiarlas
Zonas de Acción Concentrada(ZAC), consideradas parte dela estrate-
gia de desarrollo integral de las zonas afectadas porel terrorismo.El
departamento de Apurímac tiene las ZAC más grandes (más de dos
millones de soles invertidos en cada una deellas) y concentra el 26%
del monto total invertido hasta el cuarto trimestre del año 2000. El

departamento de Ayacucho concentra una inversión un poco menory
tiene ZAC que son menos importantes en términos de inversión (meno-
res a los S/. 1.2 millones); sin embargo,la inversión per cápita es ma-
vor que en cualquiera de los otros departamentos, llegandoa serde casi
mil soles (S/. 1,000) por habitante en el caso de la ZAC Challhuamayo.

El gasto acumulado en 1994-2000ha priorizado los departa-
mentos más pobres y con mayorporcentaje de población retornan-
te: Ayacucho, Apurímac, Huancavelica y Junín. Lima tambiénpre-
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senta un alto porcentaje debido a que es una ciudad que ha recibido
un número importante de desplazadosporla violencia.

En los años de inversiones más fuertes (1996-2000), el departa-
mento de Ayacucho siempre hasido el que recibe la mayor cantidad de
inversiones. Sin embargo, observamos que a partir del año 1997 toman
mucha importancia los “otros” departamentos. Esta cifra en realidad
esconde la inversión en proyectos denominados “multidepartamenta-
les”, sin que haya un departamento específico al cual adjudicárselos.
De los 20 puntos porcentuales, 8 correspondena dichasinversiones.

Cuadro 6
Inversiones ejecutadas como parte del PMC

según departamento y ZAC

Millones Z Benefi-  S/. por
S/. ciarios  benefic.

Apurímac 4120 26.0
ZAC Huancaray 2,098 132 18937 110.8
ZAC Ranracancha 2,022 128 11215 180.3
Ayacucho 3,648 23.0
ZAC Cachi 0,604 3.8 9,347 64.6
ZAC Challhuamayo 1,1191 7.5 11229 969.0
ZAC Chunqui 1,1132 7.1 4338 260.9
ZAC Huamanquiquia-Sarhua 0,721 4.6 4172 172.9
Huancavelica 1.636 10.3
ZAC Ángaraes Este 0,758 4.8 4285 176.9
ZAC Congalla-Rio Urubamba 0,878 9.9 7,407 118.6
Junín 2,312 14.6
ZAC Canipaco 11331 8.4 4619 288.2
ZAC Pangoa 0,981 6.2 23,123 42.4
Cusco 1.478 9.3
Puno 1720 10.9
Huanuco 929 9.9
Total 15,844 100.0

a/ Información al cuarto trimestre del 2000.
Fuente: Informe del PER 96/018 al cuarto trimestre del 2000.
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Cuadro 6
Inversiones por departamento, 1994-2000

a4Departamento| Año de ejecuciónfinal 1994
mn11994|1995| 1996| 1997| 1998 [1999| 2000|-2000

Ayacucho 66.5| 20.8| 55.8| 31.2| 41.4| 36.1| 46.6 40.3

Apurímac 164| 109| 20.3| 15.05 9.7 7.7 9.8 12.1

Huancavelical 8.6| 345| 18.6| 10.5 7.1 6.7 6.6 9.8
Lima 0.0 0.0 0.0 7.1| 12.7| 14.6| 11.7 9.5

Junín 3.5| 33.8 9.3 6.5 6.2 5.8| 14.1 8.0
Otros 0.0 0.0 0.0| 29.1| 229| 29.0| 11.2 20.3
Total (%) 100.0|100.0| 100.0| 100.0| 100.0|100.0| 100.0| 100.0
Millones de  |5.283|4.289 [18.705 [42.557|36.335 8.733 [25.674 [171.576

Fuente: Información provista por la Gerencia de Presupuesto y
Planificación-PAR.
a/ Inversiones al tercer trimestre.

2. LAS INTERVENCIONES DEL PAR

2.1 Retornos y repoblamiento

Comose afirmó másarriba, la creación del PARestá vinculada a
la estrategia de pacificación de los territorios que fueron en algún
momento ocupados por Sendero Luminoso: se busca fomentar
su repoblamiento para que los pobladores organizados impidan
o dificulten el paso de los subversivos. Aparentemente, esta es-
trategia fue implementadaporel Ejército peruanoentre los años
1989 y 1993, periodo previoa la creación del PAR, por lo menos
en algunas zonas del departamento de Ayacucho.El Ejército habría
fomentado y apoyado(algunos de los testimonios recogidos indi-
ca que hasta se podría decir “presionado”) a pobladores despla-
zados, ubicados en comunidades adyacentese incluso a grupos
asentados en zonas marginales de la ciudad de Huamanga, para
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que retornasen a sus lugares de origen, apoyándoles con armas
y entrenamiento para que organizaran sus comités de autode-
fensa comunal. Cuandoel PARinicia sus intervenciones, se ve
compelido a coordinar con el comando militar de la zona, que
es la máxima autoridad política en las zonas donde aún está
vigente el Estado de emergencia. En coordinación conlas Fuer-
zas Armadas, al más alto nivel y con carácter reservado, se
determinan las comunidades y zonas que vana serpriorizadas
por el PAR.

El apoyoa los retornos incluye en los primeros años (1995-
1996) la provisión de mediosde transporte e incluso el acompaña-
miento (en algunas ocasiones, con un convoy del Ejército) a los
grupos de retornantes. Asimismo, el PAR coordinaconel Ministerio
de Salud (MINSA) para quese realicen controles de salud y vacuna-
ciones previas a la partida, y hace los trámites ante el Programa
Nacional de Apoyo Alimenticio (PRONAA) para que se apoyea los
retornantes con donaciones de alimentos calculadas para durarseis
meses, plazo mínimo para quese reinicie el ciclo productivo. De su
propio presupuesto, el PAR habilita a los retornantes con algunos
aperos agrícolas, semilla y abrigo básico (frazadas, colchones,cala-
minas).

Se trata de un tipo de intervención poco exitosa,si bien
fuera muy publicitada en su momento: en cinco años, hasta
julio del 2000, apenas se consignan 21,000 retornantes con
apoyo de PAR, de untotal estimado de retornantes que oscila
entre 320,000 (PAR, Ccamay otros, 1998) y 200,000 personas
(MENADES-CONDECOREP). Una vez más, cabe señalar que no
contamosaúnconcifras confiables, pero se sabe que un porcen-
taje de los retornantes que lo hicieron con apoyo de PAR(tal vez
hasta 50% de ellos) no se llegó a asentaren el lugar de retorno y
volvió a emigrar. Según algunas fuentes, todavía habría una de-
manda pendiente que cubrir, es decir, aún habría desplazados
con deseos e intenciones de retornar. Otros investigadores pien-
san quese estaría ante un fenómeno socioeconómicodistinto: una
estrategia de reproducción campesina con dos o tres ámbitosdetra-
bajo/ producción estacional y que incluye arreglos entre familias ex-
tensas.
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En parte, el limitado éxito de la política estatal de repobla-
miento se debe a la ignorancia imperante en el Gobierno Central
respecto a las dinámicas migracionales y respecto a las condiciones
existentes en las comunidades receptoras de retornantes.

Diversos documentos y personasentrevistadas afirman que
la sostenibilidad del retorno se vincula conla distancia en el tiempo
y la distancia cultural y física: los que estuvieron menos tiempo
fuera y en lugares más cercanos geográfica y culturalmente (comu-
nidades aledañas protegidas porel Ejercito, capitales de provincia o
del mismo departamento) son los más propensos a permanecer una
vez que retornan,a pesardelas dificultades y frustraciones. Empe-
ro, los retornos organizados por el PAR, desde las oficinas de Lima,
involucraron principalmente a grupos de familias asentadas en pue-
blos jóvenes de Lima, en Huancayo y Huamanga en menor medi-
da, muchos de los cuales habían llegado a dichas ciudades entre
1983 y 1988, sea en migraciones directas (los que contaban con
más recursos económicos, sociales, culturales) o por etapas.

Tampocose tiene noción clara acerca de cuáles son las co-
munidades que estaban totalmente despobladas, ni cómoerala
situación de las que nolo estaban. Aun en comunidades dondelos
subversivos y/o el Ejército incursionaron y arrasaron más de unavez,
los pobladores más pobresy viejosse resistían a huir, refugiándose
en cuevas o comunidades cercanas, desde las cuales retornaban
temporalmente paratratar de salvar cosechas y animales. Ello im-
plica que en muchoscasos los retornantes no llegan a zonas despo-
bladas, si bien encuentran las viviendas y locales destruidos. Mu-
chas veceslas tierras que antes ocupabanya estabansiendo traba-
jadas por otros. Esto, aunadoa la relación vertical y excluyente de
los funcionarios, propició algunas veces conflictos y dificultó, más
que favorecer, la integración de los retornantes. Este errorfue perci-
bido oportunamente y prontamente corregido: la estrategia de inter-
vención a partir de 1996-7 ya no exacerba diferencias entre retor-
nantes y resistentes, por el contrario, se procurafacilitar la incorpo-
ración de los dirigentes retornantesa la estructura de gobierno co-
munalsin propiciar privilegios y se coordina conla dirigencia comu-
nal para la determinación de los beneficiarios de obras y donacio-
nes, entre los que se incluye sin distingos a ambos grupos.
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El apoyo a los retornos organizados porparte del PAR, aunque
de menorimportancia, continúa realizándose hasta fines del año 2000,
en la medida en que siguen acercándosea las oficinas del PAR peque-
ños grupos de desplazados que señalan su voluntad de retornar y
solicitan asistencia económica para hacerlo. Estas demandasparecie-
ran incrementarse en los últimos dos años,a raíz dela crisis de em-
pleo que se da en las zonas urbanasdel país. Debería pensarse enel
objetivo o justificación de seguir apoyando tales demandas y determi-
nar un plazo parala finalización de dichotipo de apoyos.

2.2 Proyectosde infraestructura

Desde sus inicios, el PAR emprendió el desarrollo de proyectos de
infraestructura social y económica, los cuales se inscriben dentro de
la lógica de reconstrucción y repoblamiento que acompañaal pro-
ceso de pacificación. Durante la época de la emergencia o apoyoal
retorno, estos proyectos se concentraron en obrasde infraestructura
social, tales como aulas o centros de salud, los que en muchos
casos habían sido destruidos porla violencia política.

Estas obras tienen comológica principal restituir los servicios bási-
cos del Estado, lo cual es posible en la medida en que exista una coor-
dinación adecuada con los sectores respectivos (a través de las Direc-
ciones Departamentales de Educación o Salud, que dependen admi-
nistrativa y presupuestalmente de las CTAR, que es lo que determinala
posibilidad de nombramiento o contratación de personal adicional).

Sin embargo,tras la primera etapa de retorno que se conceptúa
como de emergencia, adquieren mayor preeminencia otro tipo de obras,
en particular las de caminos, viviendas y agua potable, promovidas por
el PAR-SAV, sobre las que concentraremos nuestra atención.

Viviendas y agua potable

El apoyo a la construcción de viviendas ha sido unadelas priorida-
des del PAR. En algunos casos (la minoría), estos proyectos han
incluido la construcción casi completa de las viviendas, con diseños
poco adecuadosa las zonasrurales. Sin embargo,la estrategia de-
sarrollada más masivamente consideró un trabajo conjunto con las
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comunidades y las propias familias. Éstas debían construir los ci-
mientos y paredes, usando los métodos tradicionales de construc-
ción con adobe, pero siguiendo un diseño establecido por el PAR.
Con ese avance, se hacían acreedores a un apoyo en puertas, ven-
tanas y calaminasparael techo.

Este método de construcción de viviendas parece haber sido
bastante exitoso. Los diseños no consideraban espacios adecuados
para la cocina ni para la crianza de animales menores, pero las
familias rápidamente, apenas acabadas las obras, adaptaron sus
casas a estas necesidades. Uno de los problemas de la forma de
llevar cabo esta construcción de viviendas es que premiaba con puer-
tas y calaminas a quienes podían terminar rápido sus paredes,lo
que tendía a excluir a las viudas y los huérfanos, los más pobres. En
algunos casos, esto fue solucionado con el aporte comunal.

En cuanto a las obras de agua potable, éstas se han desarro-
llado en la mayoría de los casos junto con los proyectos de vivienda
(la norma del proyecto era hacerlas conjuntamente; sin embargo, en
una comunidad visitada se encontró que no habían ejecutado obras
de agua potable porla inexistencia de manantes dentro de la comu-
nidady la dificultad de lograr que comunidades aledañas permitie-
ran el uso de su agua). El gran impacto de estas obras es debidoal
esfuerzo y disponibilidad de tiempo de las mujeres, quienes se aho-
rran a menudo horas de recolección del aqua, existiendo también
un impacto sobrela salud infantil.

La estrategia del PAR.SAV, al incluir las conexiones domicilia-
rias, resulta mejor que la de FONCODES,en la que los proyectos son
básicamente de pilones públicos. En este último caso, a menudoel
pilón público no es bien cuidado y nadie asume su mantenimiento,
y en otras oportunidadesla población hace sus propias conexiones
domiciliarias, sin que el sistema esté diseñado para eso, generando
problemas por malas conexiones, pérdidasy falta de abastecimien-
to de agua.

Los principales problemasen este caso sonla limitada soste-
nibilidad de las obras, en particular, debidoa la falta de o debilidad
en capacitación en gestión (mantenimiento, conexiones, etc.) y la
generación de una institucionalidad local (municipal o local) que
asumaesta tarea. También se ha verificado, para las obras de agua
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potable en general a nivel nacional, que muchas vecesel agua no es
potable, estando contaminada de diversas formas. Cabe señalar
que estos problemas son comunesa otros organismos públicos que
han hechoeste tipo de obras, como FONCODES, debidoa lo cualse
ha generadoel Programa Nacional de Saneamiento Rural- PRONA-
SAR, programadel Ministerio de la Presidencia, con asistencia técni-
ca del Banco Mundial, con el objetivo de diseñar una estrategia
para dar servicios de agua y desague en forma sostenible en las
zonasrurales.

Caminosrurales

Diversos estudios muestran que la conexión vial tiene un gran im-
pacto sobre los ingresos y el consumo de los pobres. Es muydifícil
pensar en avanzaren el desarrollo rural sin conexiónvial, debido a
que los costos de transporte y transacción se hacen muy elevados y
es sumamente difícil la comercialización de productos y la conexión
con los mercados, así comoconel sector público. En ese sentido,la
comunicación vial parece ser en la mayoría de casos un prerrequisi-
to parael desarrollo local.

La experiencia del PAR es buenaen la construcción, conside-
rando cunetas que evitan la erosión —cosa que algunosotros proyec-
tos no han hecho-, pero el mantenimiento es deficiente, porque en
la práctica el Ministerio de Transportes, a quien se entregan las obras,
no asumela responsabilidad. Otro programa público, el PCR (Pro-
grama de Caminos Rurales), tiene varios años de experiencia exito-
sa, habiendo resuelto el problema del mantenimiento mediante pe-
queñas empresas comunales.

2.3 Proyectos de desarrollo productivo

Las condiciones económicasde las familias campesinas se deterio-
raron sustantivamente a causadela violencia política. Las conse-
cuencias son muy graves portratarse, en su mayoría, de zonas de
pobreza extrema en severa condición de aislamiento porlas defi-
cientes vías de comunicación y transporte, con condiciones climáti-
cas poco favorables y con acceso limitadoa los servicios esenciales
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y alos mercados. Ante esta situación, el PAR implementó diversos
programasorientados a lograr una mejora de las condiciones de la
producción.

El fomento a la producción agrícola por el PAR incluyó distri-
bución de semillas mejoradas e introducción de nuevos cultivos,
donación de aperos agrícolas y, en algunos casos, de maquinaria
agroindustrial, como tractores, cosechadoras y procesadorasdecul.
tivos. Complemento importantísimo de esta intervención es la cons-
trucción y rehabilitación de canales y sistemas de regadío, que tam-
bién fueron emprendidosporel PAR, en tanto programasespecializa-
dos en ese tipo de intervenciones, como PRONAMACHS y FONCODES,
no se hicieron presentes.

Estas intervenciones del PAR,si bien generan un sentimiento
de agradecimiento en los pobladores beneficiados y siguen siendo
demandadas, también han sido objeto de señalamientoscríticos: se
ha mencionado la mala calidad de las semillas distribuidas y el
calendario no siempre oportuno de entrega, así comola deficiente
calidad de los tractores y el hecho de que nose hizo una previsión
respecto a la disponibilidad de repuestos y técnicos capacitados para
darles mantenimiento. Los tractores, de propiedad comunal, yacen
abandonadosen las plazas comunales, como un testimonio más de
la improvisación y el escaso respeto a los campesinos porparte de
algunos gobernantes. También pudimosver canales abandonados,
reservorios resquebrajados y obrassin concluir.

En las etapas másrecientes del PAR, dentro deesta línea de
apoyo a la producción agrícola, se ha dado más importancia al
componente de capacitación técnica y se ha iniciado un programa
de formación de promotores agropecuarios, dirigido sobre todo a
jóvenes y huérfanos porviolencia política. Este último programa
estaría reflejando un cambioenlas estrategia de capacitación, que
antes se reducía a una serie de charlas con público variado, mien-
tras que ahorase está tratando de asegurarel efecto en el grupo
objetivo y la replicabilidad del mismo.

En relación con la producción pecuaria, que en la mayoría
de las zonas afectadas por la violencia cayó tremendamente por
efecto de la reducción sustancial de los hatos ganaderos, se ha apo-
yadola repoblación con entrega de módulos de ovinos mejorados o
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auquénidos, según la vocación delos territorios, en forma de fondos
rotatorios. También se ha apoyadoconla entrega de medicinasy la
realización de jornadas de vacunación y dosificación, donde los
participantes han recibido una capacitación elemental sobre sani-
dad animal. La instalación de bañaderos en algunas comunidades
complementaesta intervención. Al igual que enel caso anterior, se
evidencian deficiencias técnicas y de programación en algunosca-
sos. Por ejemplo, la entrega de ganado a poblaciones retornantes
que luego optan por no quedarse enel lugar, o a campesinos cuya
estrategia de sobrevivencia incluye la migración estacional a zonas
de ceja de selva por lapsos de hasta seis meses, implica que haya
una mortandad elevada de ganadoy, por tanto, pérdida dela inver-
sión. No obstante, reafirmamosque son intervenciones que respon-
den a necesidades sentidas de la población y cuya demanda aún es
muy alta.

Para incrementarlas fuentes de ingresos familiares y comu-
nales, el PAR implementó también talleres productivos de artesanías
y confecciones, los primeros en comunidadesde tradición artesanal
reconocida, como Sarhua u otras; los segundosentre clubes de madres
ubicados en las ZAC. La intervención consiste básicamente en la
habilitación de un local apropiado, en ocasiones con provisión de
energía eléctrica, entrega de módulos de herramientas básicas y
materia prima suficiente para algunos meses de producción, y en
ocasiones, de cursillos de capacitación. Dentro del mismoespíritu,
se apovóla rehabilitación de pequeñas minas de propiedad comu-
nal en dos o tres comunidades (minas de sal, de yeso y cal), se
crearon granjas piscícolas en un par de comunidades y en otras
cuantas se instalaron molinos de granos para ser administrados por
pequeñas empresas de propiedad grupal, que ademásestablecen
convenios con el gobiernolocal.

Respecto a los talleres artesanales, al igual que los compo-
nentes productivos antes mencionados, se trata de intervenciones
más bien improvisadas, que no siempre se apoyan en un diagnósti-
co adecuado de necesidades y capacidades, queno trabajanal ni-
vel requerido el componente organizativo y la capacitación en ges-
tión y que no articulan el apoyo a la producción conla identifica-
ción de mercadosy estrategias de comercialización. Lostalleres de
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tejidos y confecciones, a cargo de los clubes de madres, acaban
produciendo chompas, uniformes escolares o productossimilares
para su propio consumo, ya que no existen mercadoslocales para
ellos ni, por factores comola calidad y el volumen de la producción
y los costos, sería factible intentar su comercialización en mercados
provinciales o departamentales.

En cuantoa las granjas piscicolas, por ser de propiedad co-
munaly tal vez también por deficiencias en su diseño, la mayoría se
encuentra abandonada y fuera de producción. En el caso de las
minas comunales, las inversiones con apoyo del PAR no hansido de
la magnitud requerida para llevarlas a un nivel de producción supe-
rior al anterior de la época de la violencia política, y en el nivel
actual de producción sólo ofrecen trabajo temporal a un número
limitado de comuneros, por lo que su éxito como actividades gene-
radorasde ingresos adicionales es limitado.

Otro es el caso de los molinos de granos, cuya producción ha
sido amarradaal Programa del Vaso de Leche, queestá bajo respon-
sabilidad de los gobiernos locales. En el caso del molino instalado en
la ZAC Cachi, de Ayacucho,la producción de una mezcla de harinas
de tres granos se vende al gobierno municipal, quien la distribuye
como parte del apoyo alimentario al Vaso de Leche, lo cual asegura
a esa pequeña empresa, propiedad de un grupo de comuneros, un
mercado estable. En contraparte, los comuneros pueden llevar su
propia producción de granos a moler por una cuota muy modesta.

En general, con excepción de casos comoel recientemente
mencionado, las intervenciones en apoyoa la producción son pun-
tuales y descuidan los aspectos de mercadeoy la preparación para
la gestión. Las metas cumplidas dentro de estos programas de apo-
yo productivo se miden en número de hectáreasagrícolas habilita-
das, número de módulos de producción pecuaria entregados, uni-
dades de producción piscícola creadas y número de eventosdeasis-
tencia técnica agropecuaria realizados. No se evalúa, empero,el
cumplimiento de los objetivos, el efecto de las intervenciones (por
ejemplo, ¿se logró elevar el ingreso de las familias? ¿De cuantas
familias y en que proporción?) ni la sostenibilidad de dichasinter-
venciones y de sus efectos. En general, las obras del PARreflejan ser
menossostenibles que las de otros organismosde desarrollo agríco-
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la. Es claro que se debió coordinar con otras instituciones que han
tenido intervenciones del mismo tipo desde épocas anteriores, y apa-
rentemente con mayoréxito. Por último, también se hace evidente
que, si hubieran evaluado periódicamente el cumplimiento de obje-
tivos y no solamente de metas, se hubiera podido mejorarla efica-
cia y la sostenibilidad de las intervenciones.

24 Las zonasdeacción concentrada

Al tomar conciencia de que los recursos de que dispondría el PAR
serían muy limitados en relación con lo que el estudio de la demanda
indicó, se optó por unaestrategia de intervención focalizada. Así se
identificaron un conjunto de microcuencas que habían sido suma-
mente afectadas porla violencia política y donde habría condiciones
favorables para la acción del PAR, llevándose a cabo en ellas diagnós-
ticos de recursos y potencialidades para el desarrollo. De éstas, se
eligieron dos en los departamentos de Junín, Apurímac y Huancave-
lica, y cuatro en Ayacucho,para allí concentrarla inversión del PAR e
implementar los proyectos agropecuariosy de transformación.

Las zonas de acción concentrada que se priorizaron son:

En Ayacucho:
- ZAC Cachi: abarca los distritos de Santiago de Pischa y

San José de Ticllas, en Huamanga.
- ZAC Cchallhuamayo: abarcaterritorios de las provincias de

La Mar y Huanta.
- ZAC Chungui: ubicadaenel distrito de Chungui, provincia

de La Mar.
- ZAC Huamanquiquia-Sarhua: abarca los centros poblados

de los distritos de Huamanquiquia y Sarhua, en la provin-
cia de VíctorFajardo.

En Apurímac:
- ZAC Ranracancha: abarca diferentes comunidades de Ran-

racancha y algunas dela provincia de Chincheros.
- ZAC Huancaray: cubre las comunidades ubicadas en los

distritos de Turpo, Chiara, Huancararay y San Antonio de
Cachi, de la provincia de ÁAndahuavlas.
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En Huancavelica:
- ZAC Angaraeseste: abarca territorios de los distritos de Án-

garaes, Julcamarca y Santo Tomas de Pata.
- ZAC Río Congalla-Urubamba: comprende las comunida-

des ubicadas en los distritos de Congalla, Pomacocha y
Acobamba, enla provincia de Angaraes.

En Junín:
- ZAC Canipaco: abarca las comunidades delos distritos de

Chicche, ChongosÁlto y Canipaco.
- ZAC Pangoa: abarca territorios de los distritos de Pangoa,

San Martín de Pangoay Llaylla, en la provincia de Satipo.

Supuestamente, tanto a través de la planificación de me-
diano y largo plazo como mediante el diseño de las intervencio-
nes, se propendería a buscar la integración geográfica y la comple-
mentariedad económica entre las comunidades de una ZACy entre
éstas y las zonas urbanas más cercanas, conla finalidad de crear
corredores económicos. Sin embargo, el concepto de ZAC no con-
templa una unidad en términos de coordinación u organización de
la producción agropecuaria o la comercialización de los produc-
tos. No constituyen verdaderos corredores económicos de desarro-
llo regional. El concepto de ZAC parece responder más a necesida-
des administrativas de concentrar los recursos y no a políticas de
desarrollo de las zonas. Enla práctica, lo que se hizo fue distribuir
las intervenciones, de manera que todas las comunidadesrecibie-
ran algo, sin unaclara articulación, planificación o coordinación
entre los efectos esperados de las mismasy sin la intención de
lograr algo másallá de la simple sumatoria de intervenciones ais-
ladas.

Luego de casi cinco años de inversionese intervencionesdel
PAR,las ZAC no exhiben condicionesde vida y productivassignifica-
tivamente superiores a las que se aprecian en zonas aledañas, don-
de las comunidades también fueron afectadas porla violencia polí-
tica y que no han recibido atención similar por parte del Estado.
Resulta indispensable organizar las ZAC y no que sean simplemente
un conjunto de comunidades dondeel PAR “regala” cosas.
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2.5 Atencióna las secuelas de la violencia

Ademásde la destrucción de vidas, viviendas, ganado y otros
recursos productivos, la violencia política genera, en los lugares
donde se enquista, una serie de efectos negativos, algunos inme-
diatos y otros a través de procesos más largos, comoel debilita-
miento del tejido social, el incremento en términos absolutos y
relativos de los sectores poblacionales altamente vulnerables
mujeres jefas de hogar, menores huérfanos y personas con disca-
pacidades-, traumas psicológicos en los sobrevivientes -con dis-
tinto grado de severidad y en algunos casos generadores de nue-
vas formas de violencia social. Estas diversas situaciones impi-
den a los habitantes de las zonas directamente afectadaselejer-
cicio de sus derechos ciudadanos, tanto durante la fase aguda
del conflicto como durante el periodo posterior. Tales violaciones
alos derechos humanos suelen ser minimizadas u ocultadas. Las
secuelas de la violencia política no sólo afectan a la condición
ciudadanadeestas personas, limitándolesenel ejercicio de sus
derechos, sino que les impiden la recuperación plena de su auto-
nomía personal y colectiva, en lo económicoy en lo político. Es
decir, se convierten en una traba que dificulta el aprovechamien-
to de los recursos y oportunidades para reconstruir su capacidad
de autogestión y autogobierno.

La persistencia de las secuelas mencionadas,en distinto grado
de intensidad según los gruposy lugares, y la necesidad de intervenir
para atenderlas y revertirlas, fue tempranamente reconocida y señala-
da públicamente por las organizaciones privadas que se dedicaron,
desde los años iniciales del conflicto y el desplazamiento,a trabajar
en apoyo de estas poblaciones. Aunque con mínima experiencia y
capacidades no determinadasparaello, los grupos parroquiales, los
comités locales de derechos humanosy las pocas ONG que asumie-
ron el reto de apoyar a las poblaciones desplazadasen las ciudades,
incorporaron en su agenda detrabajo la tarea de brindar apoyo
psicológico a grupos de mujeres y/o niños,y asistencia legal en rela-
ción con las violaciones másflagrantes de los derechos humanos. Las
organizaciones de los afectados porla violencia -desplazados,fami-
liares de desaparecidos- también van reconociendo, paulatinamente,
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estas otras secuelas no tan inmediatamentevisibles del conflicto y las
incorporan en sus propuestasy peticiones al gobierno.

No obstante, tales dimensiones no fueron reconocidas ni con-
sideradas en el diseño del PAR ni en las primeras etapasde su inter-
vención. Sólo a fines de 1997 se empiezan a incorporaren la pro-
gramación, de manera paulatina y poco sistemática, actividades
que remiten a algunasde estas secuelas.

a) El Programa de Indocumentados

En relación conlas restricciones al ejercicio de derechos ciudada-
nos, un problema preexistente, que se agudiza como consecuencia
de la violencia social, es la carencia de documentos de identidad.
Diversos factores contribuyen a ello: los pobladores del campo no
han tenido costumbre de registrar oportunamente los nacimientos en
los registros locales, los jóvenes no se acercan oportunamentea realizar
su inscripción militar por temora la leva forzada —vigente legalmente
hasta hace poco más de un año y probablemente aún en práctica en
zonasalejadas-, las autoridades policiales decomisan arbitrariamente
los documentosde identidad en las requisas y detenciones,las personas
pierden sus documentos y no siempre tienen dinero para reponerlos,los
analfabetos tienen verguenzadesolicitar el documento o desconocen
su derecho a tenerlo, a muchos de los que omiten votar en una elección
les resulta muy onerosa la multa, entre otros.

En 1997,en convenio con RENIEC,el PAR asumela tarea de
identificar a los indocumentadosy registrarlos para otorgarles, en un
primer momento, un documento de identidad provisional, el cual se-
ría cambiado posteriormente por el documento definitivo. Este pro-
gramase inscribe en la línea de promoción de los derechos ciudada-
nos (y es prácticamente lo único queel PAR ejecuta dentro de dicha
línea, hasta su reestructuración en mesesrecientes, durante el Go-
bierno del presidente Paniagua). El programa seinicia a fines de
1997 y se prolonga hasta mediados de 1998. Según los informes
publicados, en dicho plazo se logró registrar 764, 907 ciudadanos
indocumentados en todo el país, habiéndose emitido primero 660,963
documentos provisionales de identidad, de los cuales sólo habrían
sido canjeados por el documento de identidad definitivo 487,409.
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No hemos encontrado, en la documentación a la que he-
mos tenido acceso, explicación alguna respecto a la diferencia de
cifras entre registros, documentosprovisionales y definitivos emiti-
dos. Los informes anuales del PAR califican al programa como
ampliamente exitoso, no obstante dichas diferencias y los cálculos
preliminares*”, que indicaban que habría en el Perú, en ese mo-
mento, entre un millón y millón y medio de ciudadanos indocu-
mentados. Lo más grave, en todo caso,sería la falta de transpa-
rencia con que fue ejecutado. Pese a reiteradassolicitudes directas
de parte de MENADES, organización representante de la sociedad
civil en el CCOIN, y comunicaciones de parte de la Coordinadora
de Organizaciones de Afectadas por Violencia (CONDECOREP) y
diversos organismos no gubernamentales, el PAR no coordinó con
organizaciones de lalesia o desarrollo local para llevar a cabo las
tareas de identificación y registro, ni con otros organismos guber-
namentales, como la Defensoría del Pueblo, y nunca explicó exac-
tamente cómofueronrealizadas dichas tareas ni cómose ejecutó
el presupuesto. Persisten dudas acerca de las razones que funda-
mentan la cobertura nacional del programa —estandoa cargo del
PAR, pareciera más coherente que se hubiese implementado enlas
zonas de acción del éste- e incluso circulan versiones que relacio-
nan la importancia dadaa la actividad (implicó una tercera parte
del presupuesto ejecutado por PAR ese año) conla apertura dela
coyuntura electoral municipal en el año 1998. Tampoco se ha
explicado satisfactoriamente por qué se pusofin al programasin
culminarel ciclo, es decir, sin una adecuada evaluaciónysistema-
tización de la experiencia, a manera de insumo,para generar una
propuesta de atención permanente al sector rural andino de la
ciudadanía que,por distancias geográficas, culturales o económi-
cas, no tiene facilidad para acceder a un requisito indispensable
para ejercer sus derechos ciudadanos, como es el documento de
identidad. Quizás la explicación sea que ya había pasadola co-
yuntura electoral o porque se habían terminado los fondos.

10 Según información verbal recogida en entrevistas, el número de indo-
cumentados se habría calculado restando el total de DNI de la población de 18
años y más (cifra obtenida de las proyecciones de población del INE!]).
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b) La línea de fortalecimiento comunal

Respecto al debilitamiento del tejido social, comprobamos lossi-
guientes hechos:

- En muchas comunidades campesinaslos dirigentes fueron
objeto de particular maltrato por parte de las fuerzas en
pugna. Los senderistas optaron, como unade susestrate-
gias para ganaraceptación entre la población, por condu-
cir juicios populares para “castigar” -justificada o injustifi-
cadamente- a las autoridades incompetentes, abusivasy,
más adelante, a los que colaboraban conlas fuerzas del
orden. Estos últimos, a su vez, responsabilizabana las au-
toridades comunales cuando no se denunciaba, combatía
o negabaalimentos a los subversivos que incursionaban en
la comunidad.

- Enlas zonas urbano-populares, los dirigentes barriales, va-
rones y mujeres, fueron especialmente maltratados por
ambos bandos. Muchosdirigentes y autoridades murieron
asesinados, otros huyeron, y en términos generales se pro-
dujo un serio debilitamiento de la voluntad y capacidades
de asumir responsabilidades de gobierno y representación
comunal.

- La violencia política generó, adicionalmente, un ambiente
propicio para el agudizamiento de los conflictos sociales pre-
existentes: por linderos de tierras entre comunerosy entre
comunidades vecinas, porviejas rencillas interfamiliares, plei-
tos de vecinos, etc. y produce un resquebrajamiento de los
mecanismos tradicionales de resolución de los mismos.

- Otro factor que contribuye a la desestructuración deltejido
social, en comunidades donde no se asume por consenso
una estrategia de defensa o de sobrevivencia, es la descon-
fianza que se genera entre los pobladores: se especula quié-
nes son los que se esconden detrás de los pasamontañas,
se sospechadel foráneo quellegó hace no mucho tiempo,
del joven quesalió a estudiar o al servicio militar, del veci-
no, del pariente.
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- De otra parte, la aparición de formas organizativas notra-
dicionales, para el emprendimiento de actividades de so-
brevivencia y defensa y muchas veces por efecto de una
relación funcional auspiciada desde programaso disposi-
ciones estatales, como es el caso de los clubes de madres y
los comités de autodefensa, constituyen factores de ten-
sión sobre la organización comunal tradicional. A la par,
las organizaciones gremiales campesinas, como federacio-
nes provinciales y departamentales, que, aunque de mane-
ra incipiente, permitían a los comunerosvincularse extrate-
rritorialmente entre sí y con otros sectores de productores
directos y tener presencia frente al Estado, se debilitaron y
perdieron capacidad de convocatoria y representación.

Las secuelas sociopolíticas del conflicto armado descritas tam-
poco fueron consideradasen el diseño e implementación temprana
del PAR. Es más,en las etapasprimeras,al privilegiarse como bene-
ficiarios de las intervenciones a los retornantes, se descuidóla consi-
deracióna la situación, también sumamente precaria, de las fami-
lias resistentes, contribuyendo de esa maneraa la configuración de
una nueva fuente de conflictos, error que fue percibido y corregido
oportunamente, como ya señalamos anteriormente.

Frente a esto, las principales actividades vinculadasa este efecto
o secuela del conflicto armado se implementan a partir 1999, bajo la
línea denominada “fortalecimiento comunal”. Ésta incluyótres tipos
de intervenciones:a) capacitación en temas diversos, como liderazgo,
derechosy gestión comunal, pensadapara autoridadeslocales y diri-
gentes comunales, b) equipamiento a los clubes de madres de cocinas,
ollas, vajillas, etc. o bien máquinas de coser y telares, componentes que
también fueron acompañados de cursillos de capacitación diversos,
como autoestima, liderazgo, nutrición y derechos de la mujer, y c)

apoyoa experiencias piloto de formación de nuevasestructuras de
administración comunal, intercomunal o local, como los NURAJ.

De alguna manera, esta línea de intervención recoge las ex-
periencias tenidas en 1998 bajo las metas “creación de microempre-
sas” y “derecho de familia”, que habían incluido equipamiento y
capacitación a grupos de mujeres, tanto de zonas urbano-populares

68

Allpanchis, núm. 58 (2001), pp. 33-112



LA EXPERIENCIA DEL PAR

receptoras de desplazados como de comunidades campesinasubi-
cadasen las ZAC. Asimismo,en esta línea se recogen alguno de los
lineamientos propuestos por el PRODEV, comoes la subcontratación
de ONG locales con experiencia en componentes específicos del pro-
vecto parala ejecución de las actividades correspondientes.

No obstante los cambios en las metodologías y estrategias
de intervención, no se logra superarlas principales limitaciones de
la etapa anterior: se trata mayormente de actividades puntuales,
a las que no se hace ni seguimiento ni evaluación delos resultados
o efectos de la actividad. La gran mayoría de las personasentre-
vistadas para esta evaluación, tanto beneficiarios como trabaja-
dores de campo de ONGo funcionarios de sectores públicos -in-
cluidos los del propio PAR-, coincidió en señalar que, en esa etapa
del PAR -comoenlas anteriores, en la limitada medida en que se
hizo alguna actividad de capacitación-, la calidad de las capacita-
ciones estaba librada al compromiso y dedicación de los profesio-
nales subcontratadosparala actividad. Se afirmó que prevalecían
los casos en queel capacitador o la capacitadora no dominabael
quechuani tenía conocimiento previo de la zona, así como aque-
llos en que la programación de horarios era poco adecuadaa la
rutina cotidiana de los campesinos. Asimismo,se afirmó que mu-
chas veces los asistentes no concordaban conel perfil de benefi-
ciarios supuestos, ni cuandose trataba de temas secuenciales se
contaba en la segunda sesión con los mismos queasistieron a la
primera. Como resultado de tales limitaciones, se produce una
manifiesta saturación de actividades de capacitación: “la señoras
están cansadas de tanta capacitación”, “los dirigentes ya no quie-
ren asistir”, “¿de vuelta nos van a capacitar?”, dicen.

En relación con la desestructuracióndeltejido social, los in-
vestigadores y profesionales vinculados a la problemática rural en
las zonas más afectadasporla violencia coinciden en afirmar que
en añosrecientes se ha dado un proceso interesante de recomposi-
ción. Las estructuras de autogobierno comunal se han fortalecido
con la integración de los Comités de Autodefensay la regeneración
de los liderazgos, y aunque haydiferencias marcadasentre zonas de
un mismo departamento o entre los departamentos, en los casos de
punta -como son las provincias de Huanta en Ayacuchoy la de
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Yauli en Huancavelica-, se observa inclusola restitución de relación
de cooperación y coordinación intercomunaly entre el nivel de orga-
nización comunaly el nivel de gobierno local. El protagonismo de
las organizaciones femeninas, en cambio, pareciera haberretrocedi-
do -aunque en esto también hay diferencias marcadas entre zonas-
y en la mayoría de comunidades campesinas (Ayacucho, Apurí-
mac) las mujeres con capacidad de liderazgo parecieran haber per-
dido la oportunidad de mejorarsu acceso a cargos en la estructura
del gobierno comunal.

Se trata de momentos, etapas, de procesos socio-políticos
aún en curso y cuyo desenlace aún está abierto, pero en lo que
respecta al desarrollo de nuevas capacidades organizativas o diri-
genciales no podría atribuirse la responsabilidad principalala inter-
vención puntual y asistemática del PAR, sino másbienaltrabajo de
hormiga, con menores recursos materiales y de presupuesto, pero de
larga duración y con proyecciónestratégica, de algunas organizacio-
nes no gubernamentales locales.

c) La inclusión de gruposen especial desventaja

La violencia política afecta a toda la población residente en una
zona, pero no de la misma manera. Entre los desaparecidos y los
muertos, el porcentaje de varoneses cuatro veces mayorqueel de
mujeres, la mayoría de ellos tenían entre 15 y 45 años de edad.
Ello implica que muchas mujeres perdieron a sus cónyuges, que-
dándose solas a cargo de los menores de edad y los ancianos, de
las chacras y los animales. Las mujeres solas en nuestro país cons-
tituyen un grupo altamente vulnerable, las exigencias y responsabi-
lidades que deben asumir son muy grandes y los recursos con que
cuentan insuficientes, su estatus social es bajo y con frecuencia
son víctimas de acosos y abusos. En el caso de las mujeres que
quedaronsolas por efecto de la violencia política, la gran mayoría
sufre una doble condición de exclusión, por género y por su origen
étnico: “No nos recibían (en las oficinas del Gobierno) porquete-
níamospollera y trenzas, por eso me tuve que cortarel pelo, cam-
biar de ropa...”, relata una dirigenta de los desplazados residentes
en Lima.
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Los hogares incompletos dirigidos por mujeres, cuyo prome-
dio nacionaloscila alrededor del 20% deltotal, se incrementaron en
las zonas de emergencia a másdel 30%. Allí están las viudas de la
violencia, allí están también los huérfanos, quienes constituyen un
número aún mayor, porque incluyen a los menores que perdieron a
ambos, padre y madre, en la década dela violencia. Niñosy jóve-
nes que, ademásde tenerque sufrir el dolor de la pérdida y el des-
arraigo, por definición gozan de menos oportunidades para acceder
a servicios educativos, recibir una adecuada alimentación y cuidado
de la salud que aquellos que sí cuentan con el apoyo material y
afectivo de sus progenitores.

Otro grupointegra, junto con las viudas y los huérfanos,el
sector de la población que resulta con desventajas particularmente
graves por efecto dela violencia: aquellas personas que quedan con
alguna discapacidad física o mental como consecuencia delas in-
cursionesviolentas o los maltratos recibidos de uno u otro lado.

En todos los casos, cuandosetrata de familiares o víctimas
de las Fuerzas Ármadas o Policiales, cuentan con las pensiones y
compensaciones que se otorga porley a este sector de funcionarios
públicos: acceso a colegios y hospitales a costo muy bajo o totalmen-
te gratuitos, pensiones de invalidez, pensiones de viudez y orfandad,
entre otros. No obstante, cuandolas víctimas fueron civiles, hayan
sido perjudicados porlas fuerzas subversivas o porlas del orden, nin-
guna ley o programa compensa o ampara a sus familiares.

El PAR no hizo consideraciones especiales a viudas, huérfa-
nos o discapacitadospara la selección de beneficiarios de sus obras
o la entrega de materiales, herramientas, semillas, en la llamada
etapa de emergencia o asistencia básica para el retorno. Los benefi-
ciarios del apoyo para la construcción de las viviendas, por ejemplo,
debían ser determinadosporla organización (los dirigentes de los
retornantes, en las primerasintervenciones, las autoridades o asam-
blea comunal, en un segundo momento). Pero, al primarenla lógi-
ca de intervenciónel criterio del oportuno cumplimiento de metas
sobre cualquier otro, cuando el cumplimiento de plazos peligra,el
PAR anuncia que recibirán los materiales para el techo, puertas y
ventanas aquellos que logren terminar los “muros negros” en las
fechas predeterminadas-que en ocasiones coinciden con el periodo
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de siembra o cosecha, tarea necesariamente prioritaria parala re-
producción dela familia campesina-. Ante dichas presiones, enal-
gunas comunidades las viudas reciben apoyo de los vecinos para
culminar a tiempola obra, pero esto no sucede en todoslos casos.
Dicha dimensión, vinculada noconla eficiencia pero si conla equi-
dad, no parecía preocupara los funcionarios del PAR.

Tampocose incorporó en la programación una consideración
particular a los especialmente afectados porla violencia en aquellas
intervenciones que no son conceptuadas por el PAR como de emer-
gencia, sino como de “apoyoal desarrollo”: entrega de ganado,a
manera de donación o fondosrotatorios, reparto de semilla mejora-
da o aperos agrícolas, capacitaciones referidas a técnicas producti-
vas o conocimientos útiles para la gestión. Por el contrario, en este
tipo de intervenciones se discriminó a los más débiles en razón del
argumento de que,para que el efecto se pueda sostener y extender
a otros comuneros, debe seleccionarse como beneficiarios a aque-
llos que tienen condiciones y capacidades para garantizarla repro-
ducción del ciclo productivo y para elevar la productividad. Es decir,
se selecciona a quienes disponen de más y mejorestierras y a los
que pueden movilizar más fuerza de trabajo familiar por ayni o jor-
nal. Sin duda, las viudas, los huérfanos y los discapacitados no
suelen estar entre éstos.

Las intervenciones del PAR quesí llegan a las viudas son
aquéllas dirigidas a apoyar los roles comunales y productivos de
las mujeres a través de los comedores y clubes de madres que se
formaron en las comunidades campesinas ubicadasen las ZAC. En
estas organizaciones, las viudas están incluidas como socias-tra-
bajadoras y, en ocasiones, como receptoras de beneficios especia-
les (por ejemplo, los comedores suelen dar más raciones por su
trabajo a las mujeres solas con dependientes que a las mujeres con
pareja). Estos apoyos fueron programados desde las primeros años
de intervención del PAR, pero siempre con importancia reducida y
presupuestos exiguos, y se encuentran consignadosen los informes
hasta 1999.

En el ámbito del PAR Lima,entre 1998 y 1999, se ejecutaron
intervenciones deeste tipo, dirigidas a mujeres organizadasresiden-
tes en pueblos jóvenesy en distritos con porcentaje importante de
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desplazados de zonas de emergencia. Se les donaron máquinas y
materia prima parala confección de ropa, artesanías diversas,y se
les organizó un espacio para que expusieran sus productos durante
la feria navideña que se organizaba en el local del PROMUDEH. Pos-
teriormente, se les asignó un espacio comercial permanente en un
inmueble perteneciente a la Beneficencia, ubicado en unacalle cén-
trica de Lima. Según diversos testimonios, con la administración de
este tipo de apoyos, el PARauspicia la formación de organizaciones
paralelas, conformadas por mujeres que no necesariamente fueron
víctimas de violencia política, a fin de cuestionarla representativi-
dad de las organizaciones autónomasde desplazadosy afectados
porla violencia.

El PROHVIT tampoco incluyó a las viudas. En los primeros
meses se dedicarona realizar diagnósticos a fin de ubicar a los huér-
fanos, determinar su número y conocer sus necesidades, tanto en
términos materiales como afectivos. Se encontró que, siendo la
mayoría de los que quedaron como niños huérfanos ahora jóvenes y
adolescentes; sus principales problemas materiales se presentaban
porla escasez de fuentes de ingresos y de oportunidades de conse-
guir empleo, en parte, debidoa la baja calificación de su fuerza de
trabajo. Asimismo, se encontró que un sector evidenciaba proble-
mas de adaptación, dificultades de aprendizaje y diversas manifes-
taciones depresivas.

A fines de 1999se realizaron las primeras accionesdirigidas a
huérfanos, dentro del marco del PROHVIT: básicamente actividades
recreativas y reparto de regalos porlas fiestas navideñas. Á partir de
estas primeras intervenciones, se reconociólo difícil y tal vez poco
adecuado queresultaría incluir sólo a los niños huérfanos porla
violencia en este tipo de intervenciones, en barrios populares y
comunidades donde las mayoría delas familias son muy pobres y
donde muchosde los niños evidencian carencias paternales, afec-
tivas, maltratos o algún tipo de abandono familiar. Entonces se
decide incluir huérfanos y no huérfanosenlas actividades dirigidas
a niños y adolescentes, tratando de apoyarla inclusión delos pri-
meros en el grupo más amplio, es decir, convocar al conjunto de
menores en la comunidad o barrio dondese fuerana realizar las
actividades.

73

Allpanchis, núm. 58 (2001), pp. 33-112



PEDRO FRANCKE, AUGUSTO CASTRO, MARFIL FRANCKE, JUAN PEDRO ESPINO

d) La atención a los traumas psicológicos y secuelas psicosociales

También con el PROHVIT se incorpora, por primera vez y muytibia-
mente, el componente de atención a la salud mental. Al respecto,
desde que llegaron a Lima y las capitales departamentales los pri-
meros contingentes de desplazados,algunas organizacionesy profe-
sionales ligados al mundo académico que se acercaron a apoyarles
reconocieron la manifestación de agudos traumas psicológicos y
procuraron darles alguna atención. Las experiencias son diversas y
pequeñas, pero se van acumulando.El afán de intercambiary apren-
der unos de otros lleva a la organización de una Mesa de Salud
Mental, en 1994, que tanto en 1998 como en 1999 elabora pro-
puestasreferidas a la atención de estas secuelas de la violencia y las
publica (Mesa de Trabajo de Salud Mental con Población Afectada
por Violencia Política, 2000). Entre las secuelas que se mencionan
en sus análisis, además de los traumas psicológicos no resueltos,
producto del desplazamiento forzoso -depresiones, insomnios,so-
matizaciones-, se señala el aumento del alcoholismo en adultos,
varones y mujeres y entre poblaciones cada vez más jóvenes; el
incremento del maltrato y la violencia familiar, dirigida contra muje-
res y niños. El incremento de pandillas juveniles en las zonas urba-
no-marginales de las ciudades receptoras de desplazados también
ha sido vinculado por los especialistas a los traumasno resueltos de
la violencia política.

El presupuesto del PROHVIT sufre un recorte sustantivoa ini-
cios del año 2000y los limitados recursos atentan contrala realiza-
ción de intervenciones más sistemáticas y ensayos de propuestas
creativas para respondera la problemática de los niños y jóvenes
afectados porla violencia política. No obstante, se logran realizar
algunos esfuerzos interesantes, mayormente con la modalidad de
subcontratación. Para dar capacitación laboral a huérfanos en edad
posescolar, por ejemplo, se identifican entidades especializadas con
experiencia, como SENATI, o institutos especializados en computa-
ción. En unos pocoscasos, los egresados reciben un microcrédito
para apoyarles en la iniciación de una actividad productiva.

Una experiencia en la ciudad de Huamanga que merece ser
resaltada es que la convocatoria del PAR a los huérfanos jóvenes
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tuvo un impacto interesante: un grupo de ellos, mayormente estu-
diantes universitarios, promovieron la formación de unaasociación
de huérfanosdela violencia. Á través de esta organización se está,
actualmente, completando y saneando el empadronamiento,lo que
facilita que el PAR zonal haya implementado en el año 2001 un
concurso de becas dirigido a aquellos que se encuentran estudiando
en institutos técnicos y universidades.

Para el trabajo con niños y adolescentes, en barrios urba-
nos y comunidades, se subcontrató a equipos de consultores y
profesionales locales (en algunos casos a ONG) que ya tenían
alguna experiencia y propuestas sobre como brindar apoyo emo-
cional a grupos especialmente afectados porla violencia. Así, en
algunas comunidades de Ayacucho,se llevan a cabo “talleres de
resiliencia” con niños y adolescentes, en otras se realizan charlas
de sensibilización sobre la situación de los niños y jóvenes huér-
fanos dirigidas a autoridades comunales y maestros de escuela,
en diversas zonas se experimenta con la formación de grupos de
autoayuda, conformadosporniños y adolescentes, que empren-
den actividades conjuntas con la animación primero de un pro-
motor del PAR y más delante de un maestro u otro joven de la
propia comunidad.

Las intervenciones del PAR en el campode la salud mentaly
atención psicosocial, sea directamente o bajo la modalidad de sub-
contratación, han merecido, de parte de las personas que hemos
entrevistado, opiniones divergentes. Algunos funcionarios del PAR y
de ONGlocales enfatizaron la necesidad de atender estas dimensio-
nes, porque se constata que un porcentaje de los pobladores afecta-
dos porla violencia no ha logrado superar aún los traumas,y quela
gravedad de éstos sería tal que no lo podrán hacer si no reciben
ayuda especializada. De otro lado, tanto madres de familia despla-
zadas con hijos huérfanos como directivos de ONG quehanvisto el
trabajo de cerca, manifestaron tener dudasacercadela calidad del
trabajo realizado en los talleres de resiliencia y en los grupos de
autoayuda. Sus opinionesse inclinaban hacia la suspensión de di-
cho tipo de intervenciones. Árgumentaron que los traumas dela
guerra son asuntos muy delicados, que se requiere mucha prepara-
ción para tratarlos, especialmente en el caso peruano porque quie-
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nes los sufren, viudas, huérfanos, familiares de desaparecidos,victi-
masdetortura,etc., tienen códigos culturales muy distintos a los de
los profesionales.

No obstante, todos los entrevistados al respecto coincidie-
ron en señalar que se requiere de algún tipo de atencióny repara-
ción de estas secuelas psicológicas y psicosociales de la violencia,
las cuales vinculan con otra dimensión grave dela violencia políti-
ca que el PAR nunca tomóen cuenta: las violaciones de los derechos
humanos. Quizás convendría que organizaciones con experiencia en
el tratamiento de dichos problemas, como algunas ONG O lasigle-
sias, pudieran asumir responsabilidades másdirectas en la provisión
de servicios de apoyointegral para el tratamiento de traumaspsico-
lógicos.

3. LAS DIMENSIONES NO ATENDIDAS POREL PAR

3.1 Zonasactualmente afectadas por violencia política

Si bien es cierto que la guerra concluyó y las fuerzas senderistas
fueron derrotadas y sus cabecillas se rindieron, la violencia política
no acabaría hasta 1995 y, en algunoslugares, no se habría logrado
todavía una pacificación completa. Restos pequeños, pero significa-
tivos de senderistas, se han mantenido en zonas rurales de difícil

acceso, intentando recomponerse, y han seguido realizando activi-
dades y acciones militares de limitada envergadura.

La política de pacificación interna implementadaduranteel
Gobiernodel presidente Fujimori fue totalmente ambiguafrenteal
problemade las zonas en que se mantenía la violencia. El discurso
oficial, para el mundoy los sectores capitalinos, afirmaba queel
senderismo había sido derrotado, dandoconello seguridades para
la inversión y vendiendo la idea de quela violencia era cosa del
pasado.Por otro lado,la utilización del tema de la violencia sende-
rista aparecía cada vez que los disturbios o el malestar ciudadano
ponían en jaquela política del régimen. Lo cierto es quela violencia
realmente existente después de la rendición de Abimael Guzmánfue
minimizada, porque se consideró imposible que el partido Sendero
Luminoso revirtiera la situación de su derrota.
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En este marco, la política del PAR no podía enfrentar los
asuntos de zonascon rezagosde violencia porque su cometido era
la “reconstrucción”, el “repoblamiento”, y ello sólo podíaserrealiza-
do en zonas dondela querra era historia pasada. Comoya se ha
demostrado,el PAR intentó responder al problema delas secuelas de
la violencia con una perspectiva de corte técnico, concentrándose
principalmente en obrasde infraestructura. El “nuevo” PAR expresa
la exigencia de una política más integral de parte del Estado para
cubrir el déficit en materia social y psicológica. Pero este último
esfuerzo del PAR es reciente y expresa más bien una nueva manera
de entender los desafíos que planteanlas secuelas de la guerra y la
búsqueda de una paz duradera. Dentro de enfoque, másintegraly
con proyeccionesestratégicas, deben repensarse y enfrentarse los
problemas que plantean las zonas que siguen, tal vez de manera
creciente, siendo afectadas porsituaciones de violencia política y de
guerra.

La información que tenemos, gracias al personal que trabaja
en las oficinas zonales del PAR en Huánuco y Huancayo,ratificada
por los planteamientos de la MENADES y la CONDECOREP, indica
quela situación es bastante delicada. La presencia senderista está
viva en las regiones del Huallaga, particularmente en las zonas de
Aucayacu y lugares afines. Asimismo, hay presencia y movimiento
subversivo en las zonas de Satipo y en las zonasal este de Huanta y
las márgenes del río San Francisco. Durante el periodo previo a la
primera vuelta electoral de este año, 18 personashansido asesina-
das en la zona del Huallaga y, al parecer, otras dos lo han sido en
semanasrecientes. Tenemos información de que ha habidodificul-
tades en la entrega de material electoral para la segunda vuelta
electoral en comunidades nativas ashaninkas, debido a la presencia
senderista.

Cabe acá una mención especial al problema de los asha-
ninkas: uno de los grupos más duramente afectadosporla violencia
política desde la década de los años 80 y hasta hoy. Población
seminómada, organizada en gruposde familias extensas o “tribus”,
con esporádico contacto entre sí, dado que se encuentra disemina-
da porvastosterritorios de ceja de selva en los departamentos de
Junín, Ayacucho y Cusco. Desde mediadosde los años 30, dichos
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territorios fueron empleados por grupos subversivos comozonas de
refugio y escondite. La resistencia de los ashaninkas a colaborar con
ellos motivó actos de extrema crueldad hacia los nativos, tribus en-
teras fueron sometidas por las armas a condiciones de esclavitud,
los jóvenes obligados a participar como combatientes, las mujeres
jóvenes comoreas sexuales. La derrota de las fuerzas senderistas per-
mitió la liberación de estas poblaciones, que se empiezan a reorgani-
zar en una suerte de federación, fortaleciendo sus vínculos entre sí y
sus contactos con el mundo exterior. Poco o ningún apoyo hanrecibi-
do hasta ahora porparte del Estado peruano en su lucha porel dere-
cho a conservar una identidad propia y acceder a la ciudadanía,
defenderla integridad de su territorio y defenderse de las incursiones
armadas narcoterroristas, cada vez másfrecuentes en sus zonas.

En suma,el senderismo no ha sido derrotado totalmente y
busca reordenarse en espera de condiciones más propicias para su
retorno a la escena pública. Esta perspectiva se ve favorecida porla
inactividad del Estadofrente al problema, así como porla extrema
debilidad y pobreza de la población cautiva. Se habla de 18 distritos
con presencia senderista y envueltos en accionesde violencia, lo que
representa el 1% del total de municipios del país, con un peso pobla-
cional que incluso es comparativamente menor. Además,se trata de
las zonas de másdifícil acceso geográfico y, por tanto, de mayorcosto
para eliminar definitivamente al senderismo. Quizá este conjunto de
razones haya contribuido a pensar que el senderismo notiene posibi-
lidades de reestructurarse y de que,si lo hiciera, el ámbito geográfico
y poblacional que influenciaría sería muy reducido. Esta manera de
pensarlleva a que el Estado reoriente sus recursos y olvide el proble-
ma, creyendo queel temadela violencia y de la guerra ya está cerra-
do. Sin embargo,esta actitud es muy grave, no sólo porque se niega a
concluir con la guerra, sino porque acepta convivir con una zona
donde la violencia es endémica y mantiene en las condiciones más
esclavizantes, miserables y deplorables a una población detreinta o
cuarenta mil peruanos,cifra que podría incrementarse.

Un cambio sumamente importante a señalar es quelas zo-
nas afectadas hoy porla violencia sí son consideradas como parte
de la estrategia que el Estado debe implementaren estas áreas. Á

partir del cambio de régimen, es el PAR el organismo público que ha
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redescubierto, al rediseñar su propia política, los nuevos problemas
que hoy enfrentan las secuelas de la violencia y de la guerra.

3.2 Seguridad ciudadana en el campoy en la ciudad

La sensación de vivir en la amenaza y enla inseguridad pareciera
estar aumentandoen los últimos tiempos en las zonas que,en las
décadas de 1980 y 90, fueron escenario dela violencia política, al
igual que está creciendo en las ciudadesy en el país en general. Las
noticias de que la subversión terrorista no está totalmente derrotada
circulan a pesar del escaso espacio concedido en los noticierosy la
poca importancia que se le concede en el discurso oficial del Gobier-
no. Á ello se aúnael incrementodela violencia delincuencial, espe-
cialmente la callejera y la vinculada al tráfico de drogas, que se
hace más osada y espectacular al endurecerse la crisis del empleo.
No obstante, en los territorios serranos rurales el problema tiene
matices particulares que pueden ser de especial gravedad en aque-
llas zonas que hasta hace muy poco tiempo estaban siendo asola-
das porel terror dela guerrainterna.

El abigeato,la cacería furtiva de especies protegidas, el con-
trabando, los asaltadores de caminos son males endémicosen las
zonasrurales del Perú, frente a los cuales el Estado peruano nunca
ha desplegado medios de intervención efectiva. En consecuencia,
un sector importante de ciudadanosvive sin la protección del Esta-
do y ha desarrollado formas propias de organizarse para protegerse
de dichos males. En muchaszonasdela sierra peruanaexiste, des-
de épocas antiguas,la tradición de organizar “rondas” u otras orga-
nizaciones similares para asumir las tareas de vigilancia y protec-
ción, tradición que se rescata de la memoria y se activa en las épo-
cas en quela delincuenciarural se incrementa.

En el contexto dela violencia política que asoló el país en las
décadas de 1980 y 90, esta tradición se redefinió para asumirlas
tareas de defensa comunalfrente a las incursionesterroristas. En las
zonas que fueron declaradas en emergencia, el Ejército peruanoin-
corporó dicha iniciativa campesina a su estrategia de pacificación,
fomentandola creación de Comités de Autodefensa Comunal (CAC),
a los cuales se ofrecía entrenamiento militar y algunas armas de
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baja efectividad para apoyar su labor. La estrategia fue efectiva.
Los comuneros organizados en los CAC asumieron con muchares-
ponsabilidad la labor de vigilancia y defensa de susterritorios, pro-
duciéndose enfrentamientos con las fuerzas subversivas, en los cua-
les muchas veces resultaron heridos o perdieronla vida,arriesgán-
dose ademása sufrir las violentas represalias de Sendero Luminoso.
No obstante la diferencia de las fuerzas enfrentadas,el efecto de la
incorporación activa de las comunidades campesinas al combate
contra los subversivos fue notorio: muchos analistas coinciden en
señalar éste como unodelos factores que determinóla derrota de
Sendero Luminoso. Una vez que ésta se produjo y las zonas declara-
das en emergencia empiezan a volver a la normalidad, se da un
proceso paulatino de incorporación de los CACa la estructura de
organización comunal, su sujeción a la autoridad delos dirigentes
comunales y a los mandatos de la asamblea comunaly, supuesta-
mente, su desarme. En esto último se ha avanzado poco: los comu-
neros se resisten a entregar las armas en muchos casos, porque
tienen temor de que retornenlos terroristas, porque saben que no
cuentan con el apoyodela policía para defenderse de los abigeosydelincuentes y porque sólo pueden confiar en sus propias fuerzas
para asegurar sus vidas y propiedades.

Brindar seguridad a la ciudadanía es unade las responsabili-
dades del Estado, no obstante es algo con lo cual los ciudadanos
rurales del Perú nunca han podido contar. Lo mismo puededecirse
sobre crecientes sectores de los ciudadanos que habitan en las zonas
urbano-marginales, donde también se han producido intervenciones
directas de la población contra delincuentes y violadores y dondelas
mujeres, en algunos casos, han tenido que organizar sistemas de
vigilancia con pitos para alertarse y apoyarse mutuamente ante la
presencia de extraños. El problema de la inseguridad ciudadana
pareciera estar incrementándose, tanto en los ámbitos rurales como
urbanos,en periodosrecientes, y ello torna frágil y debilita la situa-
ción de paz alcanzada.

El PAR no tomóencuenta,durante el periodo del presidente
Fujimori, el problema de la seguridad ciudadanaen las zonaspriori-
zadasparasu intervención. Es apenasenel presente año que enel
PAR se incorporael tema del debate de las orientaciones estratégicas
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que debe tenerla intervención del Estado en relación con la pacifi-
cación y el establecimiento de una cultura de paz. Un avance im-
portante que se ha dado también en fechas muy recientes es la
derogación de la Ley de los Comités de Autodefensa Comunal, dada
por el Gobierno de Fujimori, que se contraponía a la preexistente
Ley de Rondas Campesinas, de 1988. Esto allana el camino para
una solución de los problemas. Será necesario ahorareabrir el de-
bate sobre el desarme de las comunidades campesinas, así como
sobre la reparación a los ronderosporsus servicios y porlos perjui-
cios sufridos.

El tema pendiente más importante que queda, empero,es
el diseño y la implementación deestrategias integrales que ase-
guren a las comunidadesafectadas porla violencia política y a
las poblaciones desplazadas insertadas en las ciudades queel
Estado se hará responsable de su seguridad y que no serán deja-
dos solos en su defensa si se vuelven a producir intervenciones
terroristas.

3.3 Promoción de la equidad de género en el PAR

Entre los años 1998 y 1999 se incorporaal discurso oficial del
PAR la terminología de la perspectiva de género y se establece, en
calidad de objetivo estratégico, “la promoción del desarrollo inte-
gral de la mujer”. Enel informe anual de 1999, se afirma que es
“elemento indispensable en el PAR.... el trabajo con enfoque de
género que propicie la equidad en el acceso a servicios y oportu-
nidades de inserción social y económica de las mujeres” (PAR,
Memoria anual, 1999:11). No obstante, nada indica quela inter-
vención del PAR, en términosde género,se hayaalejado del pa-
trón habitual de los programas de desarrollo rural más tradicio-
nales y género-sesgados. En la primera etapa, las mujeres no son
vistas, no se piensa si tienen necesidades o percepciones distin-
tas, no se considera que sus capacidades también se pueden
potenciar, en suma,no son incluidas. En una etapa posterior se
las visibiliza y revalora por su contribución a la reproducciónfa-
miliar y comunal y, acordemente, se las induce, a través de dona-
ciones y talleres de capacitación, a incrementar su dedicación a
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la preparación colectiva de alimentos u otras actividades produc-
tivas que, no obstante, exhiben el grave defecto de tener limitada o
nula posibilidad de realización en el mercado. Se trata de interven-
ciones que,si bien tienen algunos efectos positivos sobre el estatus
social de las mujeresalvisibilizarlas, revalorar su aporte reproducti-
vo y darles algunas oportunidadesdeasistir a capacitacionesy re-
uniones de la organización, también tienen efectos negativos no pre-
vistos, tales como sobrecargarlas de trabajo, generando tensiones
entre sus roles productivos y reproductivos, y propiciando actitudes
de dependenciay asistencialistas al reducir su participación a esque-
masde aceptación pasiva de iniciativas propuestas porla interven-
ción externa.

El protagonismo quea inicios de los años 90 asumenlas
mujeres y sus organizaciones en las zonas afectadas porla violencia
y en los lugares de refugio, se diluye y desvanece en la segunda
mitad de la década. ¿Cuánto hay, en ello, de responsabilidad de
programas comoel PAR, PRONAMACHS, FONCODES, quenose pre-
ocuparon de exigir la participación de las mujeres, de solicitar sus
Opiniones, de destacar sus aportes, revalorar sus diversas habilida-
des, proponeracciones para potenciar sus capacidades? Resulta in-
teresante compararla situación de las organizaciones femeninasy el
grado deinclusión de dirigentes mujeres en las organizaciones co-
munales y gobiernos locales en las zonas altoandinas de Huanta
(Ayacucho)y en la provincia de Yauli (Huancavelica), donde orga-
nizaciones no gubernamentales sensibles a la discriminación de gé-
nero han estado apoyando el desarrollo de las capacidadesdelas
mujeres y el cambio deactitudes en los varones, con estrategias de
participación y empoderamiento.

3.4 Violaciones de derechos humanos

Íntimamente vinculadas a los traumas psicológicos de la guerra, por
ser causa importante de ellos y factor agravante, están las violacio-
nes de los derechos humanos. La estrategia militar de combate al
terrorismo senderista estuvo basadaen la violencia indiscriminadaysin respeto alguno por los derechos humanos. Las principales vícti-
masdeesta política fueron los campesinos y campesinas que habi-
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taban en las zonas donde los grupos terroristas ubicaron sus cuar-
teles y concentraron sus acciones en los primeros años. Los estu-
diosos del tema coinciden en afirmar que sólo un profundo y exa-
cerbado racismo, aunado a una política militarista de enfrentarel
conflicto, así como el desconocimiento de la humanidad del cam-
pesinado andino, explica la crueldad de las matanzas, torturas y
violaciones que se ejercieron contra esta población civil, cualquie-
ra fuera su edad, sexo o condición física. Ese soterrado racismo
permite explicar tambiénla indiferencia con quelas noticias sobre
lo que estaba sucediendoen las zonas andinassonrecibidas porla
mayoría de la población capitalina, los medios de comunicación y
los gobiernos de turno.Lascifras referidas a los muertosciviles se
estiman en 25,000, los desaparecidos estarían entre 6 y 8,000; los
inocentes requisitoriados llegarían a 5,000; las personas inocentes
que estuvieron enla cárcel habrían llegado a ser en total 18,000.
Nadie se ha animadoa contabilizar aún a las víctimas de tortura y
violaciones.

Los profesionales de las ciencias de la salud mental, psicólo-
gos, psicoanalistas, psiquiatras y demás, que han trabajado con
aruposde desplazados, realizado estudios o brindado atenciónindi-
vidual a víctimas dela violencia política, coinciden en señalar que
los ttaumas más profundos, los casos de personas que no logran
superar a pesar de los muchos añostranscurridos desde que vivieron
o fuerontestigos presenciales de la violencia, son aquellos en quelos
familiares han desaparecido y nose tiene certeza sobre su muerte o
destino final, y en segundo lugar aquellos casos en que los agresores
fueron miembrosdelas fuerzas del orden, representantes del Esta-
do. No necesariamente porque los actos de violencia hayan sido
más crueles o cruentos que los perpetradosporlos terroristas, sino
por el hecho de que vino de quienes se esperaba protección, en
quienes se confiaba para que reinstauraran el orden y la paz, y
porque de parte de ellos nada lo explicaba, nadalo justificaba. Es
porello que la reparación, entendida como el compromiso público
de reconstruir fielmente lo sucedido (encontrar la verdad) y estable-
cer las sanciones correspondientes, es planteada por los expertos
como unparte insoslayable de la recuperación psicológica y social
de las secuelas dela violencia.
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Los organismos no gubernamentales agrupados en la MENA-
DES y en la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos, así como
la CONDECOREPy las organizaciones de las victimas de violencia,
han planteado públicamente, desde añosatrás, este asunto, y en
los últimos años han presentado unaserie de propuestasal respecto.
También lo ha hecho la Defensoría del Pueblo. Gracias a esa pre-
sión, que llegó a convocar apoyo internacional, se creó, en las pos-
trimerías del régimen fujimorista, una Comisión Ad-Hoc, presidida
por el padre Hubert Lanssiers, que revisó los expedientes de presos
presuntamente inocentes y los sometió a consideración del presiden-
te de la Republica para lograr su indulto. Aunquela aprobación de
los mismos fue lenta y sufrió tropiezos en diversas coyunturas, se
logró la liberación de varios centenares. Luego dela instauración del
Gobierno democrático de transición, se creó una nueva comisión
que ha continuadoel trabajo, quedandoa la fecha muy pocosca-
sos de presos inocentes porresolver. Otro tipo de violación flagrante
de derechos humanoscontra victimas de la violencia política ha
sido el caso de los requisitoriados, personas que se hayansindicadas
como terroristas y tienen orden de detención, y cuyos expedientes
demuestran un serie de omisionesy faltas que indican que podría
tratarse de personas inocentes, ya que han sido denunciadassin
debida justificación.

En esfuerzos conjuntos de las organizaciones de defensa
de los derechos humanos, ONG locales y la Defensoría del Pue-
blo, se inició hace un par de añosla atención a los casos de
requisitoriados en masa, es decir, casos donde el conjunto de
varones adultos de una comunidad estaba en esa condición, lo-
grando resolverlos con éxito con la mera comparecencia de algu-
nos de ellos en representación del conjunto. Actualmente, se acaba
de aprobar en el Congreso la propuesta elaborada conjuntamen-
te por la Coordinadora de Derechos Humanos, varias ONG de
derechos humanosy la Defensoría del Pueblo, que se cambie la
orden de detención de los requisitoriados por la de comparecen-
cia. Se espera que la mayoría de los casos puedanser resueltos
en los próximos meses. Pero quedan aún pendientes problemas
muy gravesde violaciones de derechos humanosen las zonas de
violencia política: las masacres masivas y enterramientosen fo-
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sas comunes, las detenciones arbitrarias y desapariciones de per-
sonas que fueron detenidasporlas fuerzas del orden, las torturas
y violaciones.

Las organizaciones de familiares de víctimas y desplaza-
dos y las ONG comprometidas en la defensa de los derechos hu-
manosvienen reclamandola instauración de una comisión ad-
hoc (hoy llamada Comisión de la Verdad) desde antesdela crea-
ción del PAR. No obstante, este reclamo no fue escuchado porel
Estado peruano durante el régimen fujimorista ni fue, por lo
tanto, considerado por el PAR o el CCOIN comoparte de susta-
reas el impulsar la creación de dicha comisión, o para el caso,la
investigación, denuncia e intervención frente a ningún tipo de
casos de violaciones de derechos humanos. Estas fueron limita-
ciones flagrantes del PAR.

Aún hoy en día, a pocas semanasde que el Gobierno de
transición haya anunciadola creación de la Comisión dela Ver-
dad, la instauración de tan importante organismo para la pobla-
ción afectada porviolencia y para el futuro democrático de la
sociedad peruanaestá siendo demorada. Es que, aun cuandola
mayoría de la población ha opinado a favor de la creación de
dicho organismo, pareciera que no hay una comprensión profun-
da del dolor que han vivido quienes fueron victimas directas de
las violaciones de sus derechos más elementales(la vida, la inte-
gridad física, recibir protección, no ser detenidos arbitrariamente
y recibir procesos justos, entre otros) y de lo importante que po-
dría ser, para su proceso de curación y superación del dolory el
trauma, el reconocimiento publico, la restitución de su ciudada-
nía y dignidad a través de la actuación de la Comisión de la
Verdad.

Quedan, pues, otras tareas pendientes y de suma importan-
cia: primero, sensibilizar a la opinión pública, y luego, coordinarla
recogida de testimonios con responsabilidad, acompañamiento y
afecto en las zonas más afectadas, entre las viudas y huérfanos en
las comunidades campesinas, en los hogares de los desaparecidos y
entre los campesinos y pobladores de las zonas urbano-populares
que fueron detenidos, torturados y encerradosen prisión siendo ino-
centes.
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4. RELACIONES DEL PAR CON OTROS ACTORES INVOLUCRADOS
EN EL DESARROLLO Y LA PACIFICACIÓN

4.1 El CCOINNyla relación con los otros sectores públicos

El PAR tendría entre sus objetivos, según los documentos oficiales,
fomentar una cultura de integración sectorial en las diferentes ins-
tancias gubernamentales de apoyosocial, para lograr mayorefica-
cia en el desarrollo de los proyectos en las zonaspriorizadas.

El Comité de Coordinación Intersectorial (cco1n) sería la institu-
ción encargada de dichatarea. Se le responsabiliza del asesoramien-
to, concertación, coordinación y orientación de las políticas orienta-
das a la repoblación, el desarrollo y la paz social en las áreasprioriza-
das porel PAR. Esto debe expresarse en la formulación y ejecución de
planes integrales multisectoriales, programas e inversión multisectorial y
programasde acción sectorial de las entidades integrantes del CCOIMN.

Con sede en Lima, este comité está integrado porel jefe del
PAR como representante del Ministerio de la Mujer y del Desarrollo
Humano,quienlo preside; representantes directos de los ministerios
de la Presidencia, Agricultura, Educación, Salud, Justicia, Defensa,
Transportes y un representante de la Mesa Nacional de Desplaza-
miento (MENADES), que integra varias organizaciones no gubernamen-
tales que trabajan en el tema de desplazados y derechos humanos.

A nivel descentralizado, el CCOIN está representado porlos
Comités de Coordinación Multisectorial (CCOM), integrados porlos
funcionarios de mayorjerarquía de las instituciones públicas vincu-
ladas con los temas objetivos del PAR. La presidencia de esas comi-
siones era ejercida porel presidente del Consejo Transitorio de Ad-
ministración Regional, y, en las zonas declaradas en emergencia,
era ejercida porel jefe de la Región Militar.

Los objetivos del CCOIN fueron expresadosen los siguientes
términos:

- Integrar y fortalecer la participación de las entidades miem-
bros del CCOIN.

- Institucionalizar los comités de coordinación multisectorial
en las áreas priorizadas porel PAR.
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- Propiciar la ejecución de acciones y proyectos piloto de
manera conjunta, combinando racionalmente la asigna-
ción de recursos humanos, materiales y financieros enlas
áreaspriorizadas.

- Concertar, supervisar y evaluarel plan de inversión anual y
acción multisectorial en las áreas priorizadas.

- Desarrollar las acciones desde una perspectiva de género
en búsquedadela equidad.

Las mismasfunciones, pero a nivel descentralizado, se atribuyen a
las CCOM, cuya misión principal era promovery coordinarlas accio-
nes de las entidades integrantes a nivel local, a fin de optimizarel
uso de los recursos técnicosy financieros para la atención adecuada
de la población objetivo.

No obstante, y pese a haberse dado un decreto especial para
normarla coordinación intersectorial**, no se logró quelos distintos
sectores o programassociales del Estado dieran prioridada las zo-
nas y poblaciones afectadas por la violencia política, ni tampoco
que coordinaransus intervenciones en las zonas de acción del PAR.

Porel contrario, los demás organismos y programasestatales pare-
cen haberle restado importancia a dicha población y desestimadola
importancia de invertir en las zonas priorizadas por el PAR: “Si no
hubiera sido por la intervención del PAR, nadie habría apoyado a
estas comunidades”, nos dijo más de un funcionario y más de un
comunero durante las visitas de campo. Este discurso sigue vigente
hoy en día entre funcionarios del PAR y pareceser justificación sufi-
ciente para la continuidad de este organismo, cuando en realidad
fue insuficiente y deficiente.

El CCOINse reunía efectivamente dos veces al año, pero estas
reuniones, que en ocasiones incluyeronvisitas a las zonas de interven-
ción, parecen haber sido meramente protocolares. Según testimonios
de personas que integraron dicho comité en alguna oportunidad, se
juntaban sólo para ser informadossobre decisiones tomadasy presu-
puestos ejecutados, sin lugar a críticas o cuestionamientos. Á nivel

11 D.S. 022-94-PCM de creación del CCOIN y R.M. 075-97-PROMU-
DEH, que reglamenta sus funciones.
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departamental, también se realizan reuniones de los CCOM dosvecesal
año. Nuevamente coincidieron los entrevistados en afirmar que se
trataba de sesiones meramente informativas, sea sobrela planifica-
ción anual en ciernes o sobre el presupuesto ejecutadoalfinalizarel
periodo, sin mayor margen para el debate de los asuntos de fondo,
objetivos a conseguir, etc., o la planificación conjunta de actividades.

Así, el PAR resultó realizando intervenciones que no sedife-
rencian mucho de las otras ODS como FONCODES, PRONAMACHS o
Proyecto Sierra-Centro. También asumió, sin mayorreflexión, la cons-
trucción de obras que correspondenal INFES, al MINSAy al Ministe-
rio de Transportes y Comunicaciones. Su única particularidad aca-
ba siendola territorial: el PAR es el programa que se implementa en
las zonas rurales más afectadasporla violencia política. Los recur-
sos que se asignan al PAR no son de la magnitud requerida, pero lo
cierto es que tampocose utilizan de manera eficiente o sinérgica.

4.2 Relaciones con las organizaciones de los desplazados
y con ONG

La población que fue víctima directa de la violencia política es di-
versa y tiene distintos grados de agrupación y organización, tipos de
demandas sentidas y carencias. Están los familiares de policías y
oficiales del Ejército muertos o discapacitados en zonasde violencia
política, agrupados en la ASFAVIT,; las madres y familiares de personas
desaparecidas por acciones de las fuerzas del orden, agrupadosenla
ASFADEL;y diversas agrupacionesde desplazados, agrupados según
sus distritos y provincias de origen o según el ámbito donde se han
reubicado, como AIDREH, CIDRA,la Asociación Regional de Desplaza-
dos del Centro. Actualmente están centralizados en la Coordinadora
Nacional de Desplazados y Comunidades en Reconstrucción del Perú
(CONDECOREP). Estos sectores y organizaciones exigen al Estado po-
líticas y programasde reparación y apoyo, los que conciben y expre-
san como derechos ciudadanos, presentando desde 1986 nosólo re-
clamos sino también propuestas. Dichas propuestas prácticamente
no han sido tomadas en cuenta para diseñarlas intervencionesdel
PARyla atención a las demandassentidas de los diversos sectores de
la población afectada directamente ha sido muy limitada.
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El PAR nointentó un acercamiento sustantivo ni una estrate-
gia de colaboración con dichas organizaciones hasta fechas muy
recientes. Tampoco incorporó de manera alguna su opinión o de-
mandas en la programación “de sus intervenciones. El Comité de
Coordinación Intersectorial (CCOIN) no incluyó a la CONDECOREPni
a ninguna otra organizaciónde víctimasde la violencia política. Sí
incorporó como miembro del CCOIN a la Mesa Nacional de Organi-
zaciones que trabajan con Desplazados (MENADES).

Desdeinicios de la década de 1980, algunas instituciones no
gubernamentales y eclesiales brindaron asistencia y apoyo de diver-
so tipo, de alcance limitado, dada la envergaduradel problema,alas poblaciones que se veían obligadas a desplazarse de sus lugares
de origen. Posteriormente, cuandose inicia la pacificación, conti-
núan dandodicho apoyotanto a los insertados en las zonas marai-
nales de las ciudades como a las comunidades donde resistentes y
retornantes intentaban reconstruir sus vidas, coordinandoestrecha-
mente conlas organizacionesde la propia población afectada porla
violencia. Estas ONG de diverso origen, especialización temática y
ubicación, empiezan tempranamente a intercambiarexperiencias,
diagnósticos, visiones y a concertar actividades, a fin de potenciar
sus capacidades de llegada y apoyo. Igualmente, elaboran docu-
mentos y propuestas que hacen llegar a diversos organismos del
Estado e internacionales, como ACNURy otros de las Naciones Uni-
das, con el fin de llamar la atención acerca de los derechosde la
población civil que está siendo víctima de la violencia política. Su
agrupación,al institucionalizarse, da lugar a la formación de la Mesa
Nacional sobre Desplazamiento y Afectados por Violencia Política
(MENADES), con representatividad, actividad creciente y capacidad
propositiva vigente hasta la actualidad.

La MENADESfue incorporada al CCOIN comoel representan-
te de la sociedad civil en el PAR. Según los testimonios de las tres
personas que hanejercido las funciones de representación y coordi-
nación de esta organización enlos últimos diez años, ello no implicó
que las propuestas que MENADESllevaba al CCOIN fueran tomadas
en cuenta o que se consultara a la MENADES para el diseño de las
políticas y programas. Los testimoniosratifican que las reuniones del
CCOIN eran meramente informativas, y señala que, aun en ese limita-
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do aspecto,la relación fue insatisfactoria para la MENADES, porqueel
PAR nuncales brindó información completa y transparente””.

A nivel departamental, la coordinación con ONG y organiza-
ciones de la población afectada por violencia política dependió de
la voluntad de los directivos zonales del PAR, ya que el CCOM no
prevé su participación. Aun cuandoa ese nivel también existen y
tienen buen nivel de funcionamiento las mesas regionales de ONG y
las Coordinadoras de Organizaciones de Población afectada porla
violencia, las oficinas zonales del PAR no tenían mandato ni autono-
mía para coordinarcon estas organizaciones. De manera quesi se
dieron coordinaciones fueron puntuales y esporádicas,y sólo cuan-
do el par zonal convocaba algunas ONG conel fin de conseguir
apoyo extra para ejecutar algunas actividades. En general, la rela-
ción de las oficinas del PAR con las ONG locales y con las organiza-
ciones de la población no son muysatisfactorias para los segundos,
ya que prima la desconfianza mutua y se establece un estilo de
relación poco horizontal y poco transparente.

4.3 Relaciones con actores locales:
comunidades y gobiernos locales

El estilo de intervención del PAR hasta noviembre del 2000, desde
sus inicios y a lo largo de sus diversas etapas, ha sido unreflejo fiel
de los hábitos del Gobierno del presidente Fujimori: autoritario y
exacerbadamente centralista, con una programación limitada (y por
ende desvirtuada) al cumplimiento de metas cuantitativas, atención
a los problemasy reivindicaciones de la población de una manera
estrictamente asistencial, aprovechamiento proselitista de los logros,
uso poco transparente de los fondosy privativo de recursos, estable-
cimiento de relaciones clientelistas con los dirigentes de la pobla-
ción, entre otros.

12 Dentro de MENADES hubo debates respecto a la conveniencia de su
participación en el PAR. No se quiere aportar a la imagen democrática y partici-
pativa del Gobierno, tampoco se quiere desaprovechar la oportunidad de tener
acceso a cierta información, vinculaciones oficiales, palestras para difundir pro-
puestas y demandas.
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Los testimonios de los funcionarios del antiguo PAR y de per-
sonas que pudieron ver de cercalas intervenciones locales de éste
son dramáticos respecto a la carencia total de autonomía de las
oficinas departamentales, que se veían obligadas a ejecutar accio-
nes carentes de sentido y condenadasal fracaso, comorepartir se-
milla y presionar para su siembra totalmente fuera del calendario
agrícola, porque había que cumplir con las metas que se programa-
ban desde las oficinas de Lima. Funcionarios locales de ODS como
PRONAMACHS, FONCODESy aunde otras que responden al mismo
sector ministerial, como PRONAA y COOPOP,afirmaron queresulta-
ba imposible coordinar actividad alguna entre ellos, ya que todo
venía decidido de antemano desde las sedes del Gobierno central en
Lima, y que, por el contrario, lo que se estimula es la competencia
y la desinformación.

En cuanto al proselitismo y clientelismo, las zonas deinter-
vención del PAR están llenas de enormescarteles con los anaranja-
dos colores y emblemasde la Presidencia de la República (el PAR no
tiene relación orgánica directa contal oficina), anunciando las obras
programadaso realizadas. También recogimostestimonios diversos
que se refirieron a las campañasdealfabetización llevadas a cabo
porel PAR,al igual que lo hicieron COOPOP y PRONAA,en los prime-
ros meses del 2000, donde se les enseñabaa las señorasa firmar
planillones. Somos, además, testigos directos del tipo de diálogo
plañidero que se entabla entre los directivos de la comunidady los
funcionarios del PAR apenasllegan éstos, indicadorclaro del tipo de
relación establecida e institucionalizada por el antiguo PAR con los
beneficiarios. Así queda, en nuestra opinión, desestimada toda pre-
tensión de credibilidad de las afirmaciones que se hacen enlos infor-
mes anuales del PAR sobre procesos participativos en la programa-
ción y decisión sobre las obras a ejecutar en las comunidades: la
participación comunal se redujo, en este programaestatal, a la en-
trega de manode obra gratuita**. Algunos funcionarios entrevista-
dos consideran que la metodología empleada porellos sí era partici-

13 Un tipo de relación Estado - población campesina nada cercana a la
relación ciudadana y más bien bastante similar a la implementada en 1921 porel
gobierno de Leguía bajo la denominada conscripción vial.
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pativa, en la medida en que todas las obras eran aprobadasporla
población previamente a su ejecución, así como que hacían partici-
paralos dirigentes en la decisión de quiénes deben ser beneficiados
con entregas de materiales o bienes. Cabe en este punto señalar que
la aceptación de obras preprogramadas por un organismoexterno,
sea estatal o privado, sólo es indicativa del estrecho margen de liber-
tad que se tiene para elegir cuando la carencia es muy grande. La
participación, como sabemos, tiene múltiples acepcionesy signifi-
cados. La participación que da podery restituye derechos, que hace
crecer a las personas y comunidades comosujetos de derechosyciudadanosactivos suponela incorporación de las poblaciones or-
ganizadas desde el diseño mismodelas intervenciones,la prioriza-
ción de las inversiones, su cautela y evaluación, y no sólo como
receptores pasivos y contribuyentes con manosde obra.

9. LINEAMIENTOS PARA REPENSAR LA INTERVENCIÓN ESTATAL

5.1 Reorientación del PAR durante el régimen de
transición democrática

Á partir de noviembre del año 2000, bajo la nueva dirección institucio-
nal, se hace un cambio importante de personal y una reprogramación
sustantiva en el PAR. El motivo central de una instancia del Estado
comoel PAR, cualquiera sea el nombre quese le dé, es la reconstrucción
de las comunidades humanasy la habilitación de las personas como
sujetos decisivos y fundamentales del Estado. En otras palabras,la
principal tarea es la reconstrucción de las personasy deltejido social y
democrático. En este sentido se modifica el quehacer del PAR.

El programa detrabajo es ambicioso, dados los escasos ocho
meses que durará el régimen de transición democrático. De un lado,
se plantea realizar una evaluación de sus distintos componentes e
impulsar un censo en comunidades y zonas urbano-marginales para
tener un diagnóstico más certero de las demandasy necesidades de
la población afectada porla violencia política. De otro, se propician
procesos participativos para la programación de actividades y la
planificación estratégica. En las oficinas zonales, también bajo nue-
vas direcciones, se redefinieron las plazas y se convocó a concursos
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públicos para ocuparlas: los funcionariosasí reclutados reorientaron
los planes de trabajo preexistentes de forma acorde con las nuevas
líneas programáticas.

Sobre los asuntos de ciudadanía y derechos,la atención a las
secuelas de la violencia, reparaciones y retornos, el nuevo PAR ha
considerado éstos comoejes centrales de su intervención y que mere-
cen ser impulsadosdefinitivamente. Este es el objetivo que reorienta
la acción del PAR a partir del Gobierno de transición democrática y
permite enfrentar los asuntos que el Estado no ha podido tocar, como
es el caso de las zonas que viven actualmente inmersas en violencia.

Acordemente, las nuevas líneas programáticas soncinco:

a) Ciudadanía y gestión local, incluyendo el temadela insti-
tucionalidad democrática y la seguridad ciudadana.

b) Derechos individuales y colectivos, que incluyen la rehabi-
litación de los derechosdela mujer.

c) Promoción del niño, el adolescente y la familia.
d) Rehabilitación de los derechos económicosy la producción
e) Infraestructura básica de servicios.

Entre otros cambios importantes, hemos podido advertir los siguientes:

Se incrementanlos recursos invertidos en temas, actividadesy
sectores antes poco atendidos: jóvenes en ámbitos urbano-
marginales, niños en comunidades campesinas, personas afec-
tadas psicológicamente, familias insertadas en zonas urbano-
marginales.
Se enfatiza la capacitación de la población beneficiaria, sea
en temas productivos, organizativos o políticos; se incre-
menta la subcontratación de servicios de las ONG locales
con experiencia en dichos temas y en metodologías deinter-
vención más participativas, pero con un seguimiento más
cuidadosode las actividades deéstas.
Se empieza a participar, con claridad sobre su importancia
estratégica, en las mesas locales de concertación, sean de
lucha contra la pobreza o de democracia y desarrollo.
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Se hace un esfuerzo por coordinar, cada vez más, con las ONG
locales y con las diversas organizaciones de la población afecta-
da porla violencia política, no sólo para la ejecución de las
actividades sino también para la etapa de programacióny diseño.

Se reconocela inexistencia de cifras confiables y
se enfatiza la importancia de contar con evaluacionese infor-
mación de primera mano sobre las demandas, necesidadesy
dinámicas de la población afectada,a fin de mejorarla pla-
nificación y las estrategias de intervención. Así, se toma la
iniciativa de realizar un diagnóstico cuidadoso en las zonas
que alguna vez fueron declaradas en estado de emergencia y
en zonasde inserción de desplazados, encargar evaluaciones
de diverso tipo, por ejemplo, paralelamente a la actual, por
encargo de PAR Lima,se realizó una evaluación sobre el PRO-
HVIT y otra sobre las intervenciones de PAR Lima.

Las obras de infraestructura previamente programadasy com-
prometidas en las comunidades y poblados campesinos se mantienen y
continúan ejecutando en el 2001, pero no se programan nuevas obras.

Pese al enorme esfuerzo desplegado por el nuevo PAR, hay
muchos problemas pendientes y se hace preciso debatir e hilar fino
para determinar a qué organismos corresponde atenderl y cómo. Lo
importante es quela iniciativa de poner al debate público dichos
problemasy trazar los lineamientos para el diseño de propuestas
integrales para la población afectada porla violencia política, tanto
de reparación como de prevención, ha partido de los propiosdirec-
tivos y altos funcionarios del PAR.

5.2 Los temas pendientes

Un primer tema a tomaren cuenta en la discusión de cómo debe ser
la intervención estatal respecto a las secuelas dela violencia política
es reafirmar que el Estado peruano tiene obligaciones con:

- Resistentes y retornantes, es decir, población en general, en
zonas donde nuncallegó la asistencia del Gobierno o don-
de ésta fue mínima.
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- Desplazados insertados en zonas urbano-marginales de las
ciudades.

- Viudas solas y mujeres jefas de hogar, en comunidadesy
en zonas urbanas. -

- Huérfanos en edad escolar y con aspiracionesde califica-
ción laboral.

- Discapacitadosen circunstancias vinculadasa la violencia
política.

- Niños residentes en zonas que fuerono están siendo fuerte-
mente afectadas porla violencia política, en general.

En segundo lugar, reiterar que se torna urgente solucionar, de mane-
ra definitiva y global, los problemas de derechos humanosviolados
o suspendidos. Nos referimosa:

- Requisitoriados
- Desaparecidos
- Personas que fueron victimasde tortura, maltrato y abusos

diversos porparte de las fuerzas del orden
- Inocentes en prisión
- Indocumentados

Asimismo, es preciso reconocer y discutir sobre cómo atenderlas
secuelas psicológicas y psicosociales de la violencia, entre ellas:

- Personas y gruposensituación de trauma o depresión que
requieren atención colectiva y, en casos excepcionales, aten-
ción individual.

- Incremento del alcoholismoyla violencia intrafamiliar
en poblaciones que sufrieron directamente la violencia
política.

- Creciente inseguridad ciudadanaen las zonas urbano-mar-
ginales.

- Secular desprotección de zonasrurales.

En cuarto lugar, es sumamente importante devolver al debate
público el tema de las responsabilidades del Estado frente a la
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pobrezarural secular y al creciente deterioro de los términos de
intercambio campo-ciudad, que constituyen causas estructurales
de la violencia política y que se incrementaron con la descapita-
lización de las zonas donde ocurrieron las principales confronta-
ciones.

Igualmente, debería ser objeto de debate público el tipo
de intervenciones que debe tenerel Estado y sus diversas agen-
cias en las zonas que actualmente están siendo escenario de
violencia organizada: la política de combate al narcotráfico no
puede ser secreta ni privativa de algunos sectores. Tampoco
puede ser concebida como un eventoaislado sin repercusiones
en la población residente de la zona ni en las demásactividades
económicas, políticas, etc. La ciudadanía tiene el derecho de
saber y el deber de tomar conciencia sobre el hecho de quelas
secuelas de una política equivocada frente al narcotráfico pue-
den ser graves y de muylargo plazo: la violencia rural endémica
no es un fenómeno desconocidooajeno a nuestra tradición his-
tórica y cultural.

Por último, cabe recordar que subsisten aún gruposde des-
plazados que llegaron a asentarse en las zonas urbano-margina-
les de Lima y que no han logrado,pese a los años transcurridos,
una inserción adecuadaen el medio urbano. Se trata de grupos
que sobreviven malamente, en condiciones muy deficientes, los
mayores tienen escaso dominio del idioma castellano y de las
pautas culturales requeridas para relacionarse con los pobladores
urbanos, deallí que se vean obligados a trabajar en condiciones
de extrema explotación, en la fabricación de adobesy ladrillos,
rebuscando de basura y otras ocupaciones sumamente riesgosas
para la salud, por las cuales reciben remuneraciones ínfimas y
muy inferiores a lo mínimo requerido para asegurarla alimenta-
ción familiar. Si bien un sector importante de los desplazados
que eligieron no retornar han logrado, mediante estrategias diver-
sas y la movilización del apoyo de la familia extensa, insertarse
con éxito relativo en la ciudad,y sería tal vez inconducente pen-
sar el programa de asistencia económica paraellos, no porello
se debe olvidar la obligación de asistir a quienes no han tenido
similar proceso.
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5.3 Las políticas fundamentales y los programas a implementar

a) Política de pacificación y desarrollo alternativo:
responsabilidad de civiles y militares

Se requiere poner al debate público y aprobar con el consenso dela
ciudadanía unapolítica de pacificación, seguridad ciudadana y de-
sarrollo alternativo para las zonas actualmente afectadas o en grave
amenazaporla expansión de la violencia narcoterrorista. Conquis-
tar la paz en las zonas que todavía son escenario deviolencia y que
ahora están a merced de senderistas o bandas de narcotraficantes
es tarea urgente. Las zonas afectadas hoy porla violencia son vesti-
gios de la violencia política de las décadas de 1980 y 1990. Podrían
mantenerse de manera endémica y, a su vez, podrían articularse
como nuevaszonasconflictivas para el Estado, sea como zonasde
guerrilla, como áreas del narcotráfico o para el crimen organizado
de bandas, abigeos o salteadores. Sobre esto, el PAR no ha hecho
nada. El argumento jurídico que puede esgrimirse es que notenía
atribuciones para ello, pero hay que pensar queesta situación es
una secuela de una guerra que noestá cancelada definitivamente.

Resulta difícil hablar de paz cuando hay zonas que todavía
están asoladasporla violencia y que exigen con urgencia un plan de
pacificación que no tiene nada queverconlas tácticas y estrategias
militaristas que generaron más conflictos de los que ahorraron. Ob-
viamente, la mejor forma de enfrentarla violencia es desarrollando
un verdaderoplan de pacificación que coloquela política y el desa-
rrollo por delante y subordineaello la fuerza militar. No se tendrá
para ello que partir de cero, ya que se cuenta con propuestaselabo-
radas por la CONDECOREP, MENADESy porotros organismos que
tienen experiencia en esa temática.

b) Política de reparación moral y económica

Otra política que se debe aprobar e implementarse refiere a la deu-
da que la sociedad peruana en su conjunto, incluyendo al Estado y
a la sociedadcivil, tiene para con quienes fueron víctimas inocentes
de una guerracivil y para con quienes, sin habersido reclutadosni
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remuneradospor el Estado para ello, pusieron sus vidas en juego
para ponerle fin a dicha guerra.El alcancey la calidad de la repara-
ción económica es importante -entre sus beneficiarios deberáin-
cluirse a los ronderos que han brindado sus servicios para salvaguar-
dar la seguridad ciudadana-, pero tanto o máslo es la reparación
moral: el reconocimiento público del daño queseles inflingió porla
comisión de actos que violaban sus derechos humanosy porla
mera omisión de haberlos ignorado, de no haber denunciado tales
violaciones y defendido con más fuerza y efectividad a dichas po-
blacionesciviles.

La Comisión de la Verdad, por cuyacreación han trabajado
desde finales de la década pasada con ahínco las organizaciones
agrupadasen la Coordinadora de Derechos Humanos,yala cual se
aunarondiversos colectivos políticos y movimientos sociales, apare-
ce como una instancia de primera importancia para el cumplimien-
to de esta tarea, y por eso un importante sector de afectadosporla
violencia ha cifrado en ella sus esperanzas. Será preciso apoyara la
Comisión de la Verdad y dar viabilidad a su tarea, que incluyela
recogida, cuidadosa y respetuosa, de los testimonios de víctimas y
testigos directos de actos de violencia individuales y masivos, perpe-
trados tanto por las fuerzas subversivas comoporlas fuerzas del or-
den. Esta recogida debe hacerse en las propias comunidades, en las
lenguas maternasde los afectados, por parte de equipos que incluyan
personas entrenadas especialmente y con demostrada sensibilidad para
la realización de dicha tarea. La MENADESy la CONDECOREPse han
comprometido apoyare iniciar actividades de este tipo en apoyodela
Comisión de la Verdad, lo mismo se ha propuesto en Apurímacla
Mesa Regional de organizaciones que trabajan con desplazados en
coordinación conla organización que agrupaalas Asociaciones de
Desplazados y Afectadosporla Violencia Política (CIDRA).

En suma,se requieren leyes y disposiciones parala solución
definitiva y global de los problemas de derechos humanos,lo que
incluye también la desmilitarización de los comités de autodefensa
comunal. Al respecto, existen propuestas elevadas al Gobierno por
la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos, institucioneses-
pecializadas en el tema como APRODEHe IDL, la CONDECOREP y la
MENADES.

98

Allpanchis, núm. 58 (2001), pp. 33-112



LA EXPERIENCIA DEL PAR

c) Programasde asistencia temporal a los más vulnerables

Complementariamente, se requieren programas de administración
comunal o municipal para dar apoyo económicooasistencia a viu-
das solas y apoyo educativo o económico temporal a huérfanos
menores de 25 años, por un periodo con temporalidad limitada y
claramente establecida desde el inicio. Estos programas deben ser
entendidos como parte de las políticas de reparación económicay,
por tanto, como derechosquese restituyen y no como dádivas que
el “Gobierno benefactor” de turno otorga. Deberían, comotales, ser
normadospor unaley nacional, pero su implementación debería ser
encargada a los gobiernosdistritales. Ello, porque es a nivel distrital
y comunal que se puede lograr una mejoridentificación de quiénes
realmente están en situación de desamparo y necesitan dicha asis-
tencia, además de asegurar quela asistencia llegará a quienes está
destinada,ya que a ese nivel la vigilancia ciudadana puede cautelar
el cumplimiento de las obligaciones estatales y pedir a los gobernan-
tes cuenta de susactos.

Dentro deeste rubro se deberá considerarla asistencia - eco-
nómica, educativa, psico-social- a los bolsones de desplazadosur-
banos que no han logrado hasta ahora una inserción enla ciudad.
Dichos gruposya hansidoidentificados, por medio del “Censodela
Paz” y la evaluación delas actividades del PAR-Lima que se empren-
dieron en Febrero del 2001, y será ahora másfactible acercarse a
ellos para indagarsi su voluntad es permanecer residiendo en las
ciudades que tan poco los han acogido, o retornar a sus lugares de
origen. Cualquiera sea el caso, se debería considerar un pequeño
programa especial para apoyarles, de duración limitada, y preferi-
blemente cuya administración sea co-responsabilidad de sus organi-
zaciones comunales o de base y los gobiernos locales.

Asimismo, se debería discutir la conveniencia de programas
que permitan brindar apoyo psicológico a personas con trastornos o
traumas severos. La Mesa de Salud Mental, que agrupaa lasinsti-
tuciones privadas que tienen experiencia de ese tipo con poblacio-
nes afectadas porla violencia política, ha elaborado una propuesta
para atendereste último punto, en la cual se busca aunarlas fuerzas
y experiencias de las organizaciones privadas con las del Área de
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Atención a la Salud Mental del Ministerio de Salud, así como la
diversidad de propuestas metodológicas que se han validado en los
últimos años en los programas de apoyo a poblaciones afectadas
por violencia política.

d) Programasde desarrollo rural campesino

Por último, pero no porello menos importante, se requieren progra-
mas de desarrollo rural sostenible en las zonas de extrema pobreza y
políticas económicas y agropecuarias que no afecten negativamente
la economía familiar campesina.

Estas políticas y programasse vinculan con lo que en el PAR

se consideró como fundamental: la reconstrucción física de los bie-
nes dañados o destruidos porla guerra. Esta fue la gran iniciativa y
actividad del PAR hasta el cambio de régimen de Gobierno. No obs-
tante, sólo se cubrió el 10% de la necesidades que se originaron a
raíz del conflicto. Las tareas de reconstrucción física, desde un pun-
to de vista estratégico, deben afirmarse en las zonas que nosola-
mente tienen el peso de haber llevado todas las consecuencias de la
violencia y la guerra, sino que ademásrepresentan la población más
pobre del país. Los retornantes y resistentes están inmersos en el
círculo perverso de la pobreza en el que se encuentrala agricultura
tradicional peruana. El funcionamiento de estas economíasagríco-
las es de pobreza y subdesarrollo, debido a la baja productividad de
la tierra, los bajos precios agrícolas, la falta de organización parala
comercialización de los productos, la insuficiente irrigación de las
tierras, el uso de tecnología atrasada y los bajos niveles educativos
de los pobladores. Todo esto resulta en bajos niveles de producción,
pues la agricultura se dedica en su mayoría al autoconsumo, y a
veces no alcanza ni siquiera para éste; cuando hay excedentes se
comercializan a precios muy bajos.

Para asegurar que los programasde desarrollo rural campesi-
no sean eficientes y sostenibles, será preciso evitar los errores del
viejo PAR. Los programassociales centralizados son poco efectivos y
sus logros poco sostenibles, son enemigosde la participación que da
poder y construye ciudadanía, y más bien propician dependencias y
manipulaciones proselitistas.
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Porello es imprescindible potenciar las experiencias de con-
certación local que se han venido desarrollando en los últimos años
y las recientemente formadas Mesas de Luchacontra la Pobreza(o
Mesas para el Desarrollo y la Democracia) a nivel departamental.
Se trata de instancias que convocanalos representantes de organis-
mos públicos, gobiernos municipales, organizaciones de la pobla-
ción y instituciones privadas con amplia legitimidad. En ese tipo de
instancias deberían debatirse y concertarse las prioridades y estrate-
gias de atención y desarrollo para la población menos favorecida,
entre la cual son prioritarios los segmentos de pobladores afectados
porla violencia que hemos nombradoy las intervencionesde desa-
rrollo sostenible que ataquen directamente las causas estructurales
de la violencia. Ese tipo de instancia es también la que debe imple-
mentar mecanismospara la supervisión y evaluación de los progra-
mas y proyectos que se implementen, los cuales podrían, según el
tipo de intervención requerida:

a) Ser subcontratados a ONG o profesionales independientes,
mediante concursos y convenios, como ya se viene ha-
ciendo en alguna medida. La falta de mantenimiento de
las obras es unadelasfallas flagrantes del PAR y podría
ser asumida por ONG, microempresas regionaleso a tra-
vés de programas municipales de empleo. Lafalta de ca-
pacitación de los pobladores para operar nuevas tecnolo-
gías (maquinarias, semillas o técnicas de cultivo) es otra
limitación para el éxito de los programasy también puede
pensarse en los mismos actores mencionadospara capa-
citar a los campesinos.

b) Encargarse su ejecución como responsabilidad directa del
gobiernolocal o la organización comunaly intercomunal
(por ejemplo, la administración de recursos de asistencia
directa a viudas o discapacitados).

c) Ser concertados comoparte de la programación local de
actividades de organismos gubernamentales (ODS) con ex-
periencia reconocida en el campo de intervención (tipo
Proyecto Caminos Rurales, FONCODES o PRONAMACHS),
pero siempre bajo la supervisión obligatoria de la instancia

101

Allpanchis, núm. 58 (2001), pp. 33-112



PEDRO FRANCKE, AUGUSTO CASTRO, MARFIL FRANCKE, JUAN PEDRO ESPINO

de concertación departamental. Lo que proponemoses
que en el presupuesto de estos organismos del Estado exis-
ta una partida especial para zonasafectadas porla violen-
cia terrorista y que sean los actores locales los que, de
manera concertada, decidan la manera en quese asignan
estos fondos. La obligatoriedad de cumplimiento de estas
decisiones asegurará que se lleve a cabo la coordinación
intersectorial que ha estado ausente desde el origen del
PAR

En resumen, estamos proponiendo que el PAR no sea el que decida
de maneracentralizada cómose invierten los fondos que el Estado
asigna para la reconstrucciónfísica y el desarrollo. Tampoco cree-
mos que sea el más adecuadoparallevar a cabo las obras de infra-
estructura y programasde desarrollo. Necesitamos que seanlas pro-
pias regiones las que decidanel tipo de proyectos y programas a
realizar. Hemos comprobadoqueesdifícil que la mera coordinación
entre organismos públicos dé resultados, por lo que es necesario que
éstos se vean obligados a acatar las decisiones tomadas de manera
descentralizada.

Estamos conscientes de que el desempeño de los retornantes
y de sus comunidades pasa más por unapolítica agraria que por un
proyecto como el PAR. Sin embargo, debería estimularse el cambio
de cultivos, el mejoramiento de la comercialización de los productos
y la búsqueda de mercados para los agricultores a cargo del Ministe-
rio de Agricultura. Sería importante establecer mecanismosdeinter-
mediación institucionalizados, quizás dirigidos por alguna ONG en
un primera época y con participación de los productores organiza-
dos, necesariamente.

Á MANERA DE CONCLUSIÓN

El Programa de Apoyo al Repoblamiento (PAR) fue una propuesta
política implementadapor el Gobierno de Alberto Fujimori que ex-
presa con toda nitidez la orientación que dicho Gobierno tuvo para
enfrentar las consecuencias y secuelas de la violencia que se genera-
ron a partir de la querra contra el senderismo.
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Se priorizó la reconstrucción física de las zonas devasta-
das porla violencia en desmedro de otros ámbitos esenciales,
como la reconstrucción de la vida humanay del tejido social,
que habían sido destruidos-inmisericordemente. Incluso,se uti-
lizó el propio programa del PAR para afirmar ante el mundo y
ante el país que la guerra había concluido y quelas tareas eran
las de la reconstrucción económicay física. La realidad ha ve-
nido a demostrar que el esfuerzo del PAR sólo atendió el 10% de
la población que necesitaba la ayuda. En esta evaluación he-
mos podido observar que mucha de la ayuda brindada no sólo
fue insuficiente, sino que ademásevidenció ineficiencia y falta
de calidad.

A partir de la investigación realizada, en el equipo evalua-
dor podemossostener que el PAR debió responder a los requeri-
mientos de la población afectada y devastada porla guerra. Ello
exigía, por parte del Estado, desarrollar e implementar políticas
adecuadasy específicas para remontarla situación de pobreza y
miseria que se enseñoreó en las zonas que vivieron la experiencia
dolorosa dela querra. No obstante, los indicadores muestran que
las comunidades campesinas repobladas con ayuda del Estado no
han recuperado los niveles de producción que tenían antes del
inicio del conflicto. La conclusiónesclara: el PAR, como programa
especializado en el repoblamiento y en el establecimiento de las
bases para el desarrollo comunal, ha cumplido con mucha defi-
ciencia la tarea que se le encomendó. No sólo fue insuficiente,
sino también deficiente.

La lógica del PAR obedeció a la fase final de una estrategia
militarista que intentaba, por un lado, “repoblar” las comunidades
que habían sido arrasadas durante la guerra impidiendo un rebrote
senderista y, porel otro, cerrar la posibilidad de un espacio abierto
quea la larga pusiera en debilidad el control político y militar sobre
el territorio. Esta estrategia calzó perfectamente con los objetivos
políticos que perseguía un programa que buscabaante todola re-
construcción física y la repoblación.

Las consecuencias de esta lógica y de este programa, des-
pués de más desiete años de implementación, indican que siguen
en pie como tareasprincipales y centrales:
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- La pacificación del país en las zonas que se mantienen en
conflicto.

- La tarea de impulsar una propuesta de reparación moral y
de construcción de unacultura de paz que tiene como un
punto decisivo el trabajo de la Comisión de la Verdad.

- La reconstrucción de la vida humanay deltejido social y
comunal, a partir de programasde reparación social.

- El apoyoy la coordinación con los diversos organismosdel
Estado para desarrollar políticas de desarrollo productivo y
de reconstrucciónfísica.

Finalmente, cabe señalar que el enorme esfuerzo desplegado porla
administración del Gobierno de Valentín Paniagua ha empezado a
colocar la problemática de las zonas afectadas porla violencia en
sus verdaderos términos, partiendo delas exigencias de la sociedad
civil y del reconocimiento de las obligaciones del Estado para con
ella. Así, la nueva orientación del PAR ha permitido formular nue-
voscriterios y políticas en concordancia con los problemas de fondo
que acarreó la violencia. Estos deberán ser tomados en cuentaenel
debate sobre las políticas a implementar y sobre cómo debeserla
organización y coordinación delas instancias y organismos que de-
berán encargarse de llevarlas a cabo.
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